Comisión de Presupuestos, Versión Taquigráfica que forma 
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RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN 
PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2007 


Reunión celebrada el día 20 de junio de 2008 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Está abierto el acto. 


(Es la hora 9 y 15) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el agrado de recibir a las licenciadas 
María Isabel Rama, Cecilia Duclosson y Miriam Gopar, respectivamente, de la Asociación de Asistentes 
Sociales del Uruguay. 


Queremos comentarles que se está tomando versión taquigráfica de esta reunión para que la totalidad de los 
legisladores que integran este grupo de trabajo tengan conocimiento de vuestras inquietudes, la que será 
enviada al Ministerio de Salud Pública y a ASSE en las próximas horas. 


Dejamos constancia que en la Comisión se ha recibido un documento fechado el 17 de junio, en el cual 
ustedes explican vuestras inquietudes en relación a la Rendición de Cuentas del Ejercicio 2007, sobre todo en 
lo que tiene que ver con el artículo 381. 


SEÑORA GOPAR.- Buenos días. Agradecemos el tiempo que esta Comisión ha dedicado para escuchar 
a este equipo. 


Queremos manifestar que motiva esta entrevista el tema de que esta Asociación de Asistentes Sociales ha 
sido, durante un período, la interlocutora entre el Ministerio de Salud Pública y los profesionales del área de 
la salud que allí trabajan. Como interlocutora ha participado en la elaboración de documentos referidos al 
perfil de los trabajadores sociales en el área de la salud, que están a estudio en el Ministerio de Salud Pública 
y que entrarán en vigencia en su momento. También esta Asociación ha sido la interlocutora válida en 
problemas relativos a las condiciones de trabajo y de salario. Para esto se inició en el año 2006 un expediente 
que fue presentado oportunamente a la Comisión, en el cual este grupo de profesionales plantea su 
preocupación en torno al Sistema Nacional Integrado de Salud, a las prioridades que este Gobierno tiene en el 
abordaje de la salud de la población, así como a nivel del equipo multidisciplinario, interdisciplinario y 
transdisciplinario, según las circunstancias. 


En ese expediente, nosotros planteábamos un reclamo histórico que es una remuneración acorde con el 
Escalafón A y la necesidad de reformular la carrera funcional. En ese entendido, este expediente contó, entre 
otros, con un estudio de factibilidad por parte de distintas dependencias del Ministerio de Salud Pública y con 
la aprobación de la señora Ministra. Allí se plantea que estamos hablando de un total de 202 asistentes 
sociales en funciones, con distinto tipo de contrato y en condiciones disímiles, entre las cuales, en este 
momento, 161 estarían cobrando promedialmente $ 8.180 nominales, lo que llevaría a un precio hora de $ 85. 
Esta es una gran preocupación, porque el salario está directamente relacionado con las condiciones de trabajo 
y con las potencialidades que las personas desarrollen en su profesión, a partir de un reciclaje profesional, 
cursos y demás. 


Estamos haciendo algunas negociaciones en la interna del Ministerio de Salud Pública, no logrando que se 
atienda la totalidad de nuestra preocupación como reclamo, y estamos llegando a una negociación próxima a 
los $ 13.851 como base salarial, independientemente de su proveniencia, con lo cual tenemos grandes 
discrepancias. Pero, de todas formas, esta Asociación entiende que sería el primer paso para una equiparación 
más justa. 


SEÑORA RAMA.- Como bien decía mi colega, lo que se ha intentado y logrado negociar desde el 
Ministerio de Salud Pública es esa base inicial. En el año 2006 comenzamos a plantear esta solicitud 
con la señora Ministra María Julia Muñoz; se establecieron varias entrevistas y la señora Ministra 
consideró justo el reclamo de una equiparación salarial con los médicos. 


Si tomamos en cuenta la definición de la salud como un estado de bienestar biopsicosocial, debemos entender 
que en ella se debe trabajar con equidad de parte de todos los técnicos. Como es de conocimiento de toda la 
población, en el año 2009 el salario médico va a llegar a un monto equivalente a $ 29.000. Esto determina 
una total inequidad dentro del equipo multidisciplinario que debe atender la salud de la población; se trata de 
una situación totalmente injusta. 


Este es un procedimiento que comenzó en el año 2006 y contó con la aprobación de la señora Ministra, quien 
en setiembre de 2007 autorizó esa partida y a través de la solicitud hizo una serie de pedidos de informes con 
la totalidad de la cifra, es decir con el monto equivalente a esa equiparación salarial con los médicos. En 
setiembre de 2007 autorizó que eso se recogiera en esta Rendición de Cuentas, considerando que será la 
última hasta el año 2011. Entonces, es de suma importancia tratar de que lo acordado con la señora Ministra 
ella lo consideró un reclamo justo pueda ser atendido en esta oportunidad, a fin de tratar de aumentar los 
bajísimos salarios que percibe un profesional del Escalafón A, que ronda como dijo mi colega los $ 8.000. 


Simplemente queríamos poner en conocimiento de la Comisión la paupérrima situación en la que un 
profesional de la salud está trabajando hoy en día, y que se tomen las medidas pertinentes para que en esta 
última Rendición de Cuentas se pueda alcanzar el máximo posible a fin de tener un salario digno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos observando el artículo 381, que expresa: "Asígnase a la 
Administración de Servicios de Salud |[...] a) los funcionarios médicos y odontólogos y demás 
profesionales de las áreas asistenciales: $ 202:940.000 (doscientos dos millones novecientos cuarenta 
mil pesos uruguayos) en el Ejercicio 2008 y $ 547:895.000 (quinientos cuarenta y siete millones 
ochocientos noventa y cinco mil pesos uruguayos) a partir del Ejercicio 2009" [...]. Nosotros no 
tenemos la distribución de estas partidas pero, sin duda, cuando concurran las delegaciones del 
Ministerio de Salud Pública y de ASSE harán referencia a este tema. Reitero que esta versión 
taquigráfica será remitida a ambos organismos y tomamos nota de vuestro planteamiento. 


SEÑOR GANDINI.- Coincido con el resumen que hacía el señor Presidente. De todos modos. quisiera 
clarificar mi pensamiento llegué un poco tarde a pesar de que leí la carpeta que ustedes nos dejaron. 


Ustedes llegaron a un acuerdo con la señora Ministra con respecto a un monto salarial, y según dicen ustedes 
a pesar de eso el mensaje que llega aquí no lo contemplaría. Si esto fuera así, ¿tienen costeada cuál sería la 
habilitación presupuestal que debería tener la Rendición de Cuentas para hacer frente a ese acuerdo salarial al 
que llegaron con la señora Ministra de Salud Pública? 


SEÑORA GOPAR.- Este reclamo salarial se inició en un expediente en 2006 y el Ministerio de Salud 
Pública estudió su factibilidad a esa fecha. Nuestra solicitud refiere a un reclamo de igual salario al 
escalafón A. En ese momento, el sueldo médico era de $ 12.766. En base a esto se hizo un estudio del 
cual se desprende que el monto total por remuneraciones y cargas sociales, en ese momento, ascendía 
este documento es de setiembre de 2007 a $ 2:252.328. 


Este grupo de profesionales plantea la equiparación salarial al escalafón A, que es lo que no estamos 
logrando. Se está dando una equiparación al interior del colectivo de asistentes sociales como decíamos, 
dentro de las 202 profesionales que están trabajando hay salarios disímiles, se está elaborando un piso básico 
en el grupo de asistentes sociales, pero no se está equiparando con los otros profesionales. 


Además, tenemos entendido que el Rubro 0 que viene solicitado por el Ministerio de Salud Pública es un 
monto no prefijado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero que la versión taquigráfica va a estar a disposición de los integrantes 
de la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda y será remitida a los organismos 
correspondientes para que cuando vengan se les pueda hacer las consultas pertinentes. 


SEÑORA GOPAR.- Además, planteamos la necesidad de reformular las carreras funcionales. Nos 
parece que ese sería un elemento a trabajar en breve. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación de la Asociación de 
Asistentes Sociales del Uruguay. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Asistentes Sociales del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios del Tribunal de Cuentas) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Asociación de Funcionarios del Tribunal 
de Cuentas integrada por las contadoras Olga Santinelli, Berenice Larrosa, por el doctor Jorge Maeso y por el 
señor Luis Vanzuli. 


Queremos comunicar a la delegación que la versión taquigráfica será remitida al organismo correspondiente. 


SEÑORA SANTINELLI.- Queremos agradecer a los integrantes de la Comisión por recibirnos para 
por lo menos comunicar la visión de los funcionarios del Tribunal de Cuentas sobre este organismo de 
contralor. 


Antes de comentar la propuesta que trae esta Asociación y lo que ha recogido el Tribunal de Cuentas, voy a 
hacer una breve exposición sobre el organismo. Desde hace tiempo venimos perdiendo bastantes funcionarios 
a raíz de que no hemos tenido una mejora salarial a través la Ley de Presupuestos. Entonces, los funcionarios 
se fueron retirando para trabajar en la actividad privada o, a través de concursos, a otros organismos públicos, 
por ejemplo DGI o ANTEL, logrando mejores retribuciones. 


Con estas dificultades estamos tratando de llevar adelante todas las funciones del Tribunal de Cuentas, que 
son varias y amplias, desde la intervención preventiva de legalidad hasta el dictamen de los estados 
financieros de los organismos, el dictamen de la Rendición de Cuentas de la Administración Central y todas 
aquellas consultas que los distintos organismos nos hacen. Es importante destacar que las operaciones 
estatales se han devenido más complejas en el correr del tiempo, lo que requiere que los funcionarios del 
Tribunal estén más capacitados en distintas áreas. Por consiguiente, todo eso hace, además de mejorar 
nuestros salarios, que se necesiten recursos de infraestructura, en informática y sobre todo en capacitación. 


Siempre destaco inclusive hablando con los legisladores y sobre todo con el Poder Ejecutivo que tanto el 
Tribunal de Cuentas como sus funcionarios pensamos que como organismo de contralor de toda la Hacienda 
tiene mucho para dar y, en el buen sentido, tiene que ser mejor utilizado por el Poder Legislativo, en cuanto a 
trabajar más juntos, que nos pidan más información, que trabajemos más con informes técnicos que a ustedes 
les sirvan para realizar el contralor de todos los organismos, en el marco de todas las leyes que dicta este 
Poder. Eso es importante. 


Además de las reivindicaciones salariales, queremos que tengan en cuenta al Tribunal de Cuentas como 
institución, en el sentido de que es un organismo que puede apoyar mucho al Poder Legislativo e, inclusive, a 
todos los administradores de fondos públicos. Muchas veces, los administradores de fondos públicos, que son 
designados políticamente, no tienen por qué conocer todo el marco legal en el que se mueven. Creemos que 
el Tribunal de Cuentas podría dar mucho en lo referente a la capacitación; inclusive, no hay que olvidar que 
tenemos una Escuela de Auditoría Gubernamental. Creemos que eso es importante para que se administren 
mejor los recursos, para fortalecer los sistemas de control interno, para ayudar a la mejora de los organismos 
a partir de las posibles recomendaciones. 


Todo esto es importante para los funcionarios del Tribunal, que somos pocos, pero siempre llevamos adelante 
al organismo. Como yo digo, los ciento cincuenta o doscientos asuntos que se tratan en Sala cada día surgen 
de los servicios, de los informes técnicos, de los técnicos que trabajamos en eso, y surge también de todos los 
funcionarios que apoyan, los administrativos, los especializados en informática, tratando de llevar adelante el 
trabajo. 


SEÑOR GAMOU.- Quería comentarle a la contadora que ese es un tema que nos ha preocupado 
mucho, especialmente al señor Diputado Gandini y a quien habla. Me refiero al problema, que es del 
Poder Legislativo, en cuanto a que anualmente se envían a la Asamblea General miles de observaciones 
que ni siquiera son leídas, lo cual genera, por un lado, una frustración por el trabajo que ustedes hacen 
y, además, una falta de nuestra parte, porque nosotros estamos para controlar. 


En ese sentido, a efectos de facilitar ese trabajo tan importante, planteamos creo que está en vías de 
resolverse la creación a nivel del Parlamento de una Oficina de monitoreo, asesora de la Comisión de 
Presupuestos, para que haga un trabajo de clasificación y selección de las observaciones que envía el 
Tribunal, a fin de tratarlas y que no vayan a un cajón. 


Es una iniciativa que está escrita por nosotros e, inclusive, está publicada en las conclusiones a las que llegó 
una misión del BID que vino a Uruguay. 


SEÑOR GANDINI.- Compartimos lo que dijo la contadora Santinelli. Recordemos que el Tribunal de 
Cuentas nace como un órgano asesor del Parlamento, luego toma un camino independiente, y se 
convierte en un órgano autónomo, pero reitero que originalmente su formación fue para permitir al 
Parlamento procesar los controles adecuados del presupuesto que le vota al Poder Ejecutivo. Esa 
independencia posterior dejó al Poder Legislativo en la más terrible de las soledades con relación al 
Poder Ejecutivo, que tiene todo el aparato para ejecutar y para presentar su Presupuesto, mientras que 
el Parlamento lo controla de manera muy rudimentaria. 


El proyecto de Presupuesto de la Cámara de Diputados de este año, que ya está a consideración del Cuerpo, 
prevé la creación de una Oficina de Seguimiento Presupuestal como decía el señor Diputado Gamou, para 
ayudarnos a ir superando esa situación. Y también tiene como objetivo avanzar en la concepción del 
presupuesto por resultados, que creo que es el cambio cualitativo que el país debe hacer a los efectos de 
saber, no solo cuanto se gasta, y si se gastó en lo que se debe, sino saber si lo que se gasta logró los resultados 
que el Poder Ejecutivo y el Parlamento quisieron obtener al aprobar esos recursos. 


Espero que todos estos conceptos, que compartimos con el señor Diputado Gamou, nos lleven a acompañar 
de alguna manera el Presupuesto elevado por el Tribunal de Cuentas, porque en el Mensaje del Poder 
Ejecutivo no viene. Estas cosas las decimos, pero luego cuesta mucho hacerle un lugar al Presupuesto del 
Tribunal de Cuentas. Cabe aclarar que algunos aspectos del presupuesto del organismo ni siquiera tienen 
costo y, otros, sí lo tienen, pero son de absoluta equiparación con otros organismos a los cuales acá les 
votamos presupuestos de este tipo; no son nada diferentes. 


Quizás la delegación desea detenerse en algún artículo en particular. 


SEÑORA SANTINELLI.- Comparto totalmente lo expresado por los señores Diputados Gamou y 
Gandini. Ese es el espíritu que tienen los funcionarios del Tribunal de Cuentas. Cuando hablo del 
Tribunal me estoy refiriendo a los funcionarios, que en definitiva somos los que hacemos el trabajo. 


Para enfocarnos en el material que hemos repartido a todos los miembros de la Comisión, me voy a referir a 
la solicitud que hizo en su momento la Asociación de Funcionarios a los Ministros del Tribunal, artículos que 
figuran en el cuadro que presentamos. 


Previamente, quiero destacar lo siguiente. Este año, la Asociación de Funcionarios pudo realizar 
negociaciones con el Cuerpo de Ministros, y por lo menos hemos conseguido tener un contacto con los 
representantes que ha designado el Cuerpo, cosa que en años anteriores no se había podido lograr. 


Concretamente, en cuanto a las reivindicaciones de la Asociación, nosotros propusimos seis artículos, de los 
cuales el Tribunal recogió cuatro en el Mensaje que mandó a la Asamblea General. Dos de los primeros 
artículos, que son los que no tienen costo habitualmente el problema es el costo y con qué se va a financiar, 
no fueron recogidos en el Mensaje del Tribunal. Me quiero detener en estos artículos. 


Uno de ellos refiere a la presupuestación de 33 funcionarios contratados bajo el régimen de contrato de 
función pública. Lo único que pretende la Asociación de Funcionarios es que estos contratados se puedan 
incorporar al marco legal que ya fue establecido por las Leyes de Presupuesto y de la última Rendición de 
Cuentas la N* 17.930 y N* 18.172 para la presupuestación de los funcionarios de la Administración Central. 
Los funcionarios del Tribunal que aspiramos que sean incorporados a esta normativa son técnicos en 
informática, técnicos en bibliotecología, contadores y abogados. Este artículo es uno de los que no tienen 
costo para la Hacienda, porque simplemente significa un pasaje de la categoría de contratado a 
presupuestado. 


Otro artículo, que tampoco tiene costo, propone reorganizar los porcentajes del Fondo de Libre 
Disponibilidad del 1,5 por 10.000 que tiene el Tribunal de Cuentas. El tema es el siguiente. En el marco de 
este Fondo de Libre Disponibilidad, la normativa legal vigente asigna un 40% para beneficio de los 
funcionarios y un 60% para gastos del Tribunal, discrecionales del Cuerpo de Ministros. Históricamente, ha 
ocurrido que el Tribunal no ejecuta la totalidad del crédito del 60%; hasta el año pasado ha ejecutado 
aproximadamente un 50%. Lo único que pedimos los funcionarios es una redistribución interna de los 
porcentajes, es decir, 50% para beneficios sociales y 50% para gastos del Tribunal. Quiere decir que el 
crédito asignado a este Fondo de Libre Disponibilidad no se vería afectado y, por lo tanto, no afectaría el 
resultado de la ejecución presupuestal. 


Hemos hablado con varios legisladores respecto de estos dos artículos. Nuestra aspiración es que el Poder 
Legislativo recoja en el articulado del proyecto de Rendición de Cuentas estas normas que no implican 
incremento del gasto público. Si quieren recoger el resto de los artículos, sería lo ideal. Simplemente decimos 
que estos son dos artículos que no incrementan el gasto público porque no están asociados a ningún tipo de 
costo. 


Para dos de los artículos restantes ya tenemos partidas asignadas por ley, y lo que pedimos es un aumento 
para poder por lo menos elevar el nivel de los sueldos, en no más de un 6% o de un 7% en promedio. 


Uno de estos artículos refiere a la partida de incentivo al rendimiento, que existe desde que se aprobó la Ley. 
N?* 16.736, norma que ya tiene sus años. En este caso, pedimos una mejora de los porcentajes, que, eso sí, 
representa un costo anual aproximado a los $ 16:000.000. 


El otro artículo refiere a un beneficio que ya tenemos y que querríamos mejorar: la partida por permanencia a 
la orden, que pretendemos que se incremente en $ 11:000.000 anuales. 


Cabe aclarar que estos dos artículos fueron presentados por el Tribunal de Cuentas en su Mensaje. 


Por otra parte, proponemos un artículo que tiene que ver con algo nuevo para el Tribunal no lo es para el 
resto de la Administración Pública, que refiere a una prima por permanencia en el grado. En virtud de cómo 
están dados los escalafones y los ascensos, tenemos poca movilidad. Hay gente que hace veinte años que está 
en un mismo grado y quizá se jubile en el mismo grado con el que entró. Lo único que pretendemos con este 
artículo algo que ya tienen otros organismos de la Administración Central; inclusive la Cámara de Senadores 
lo tiene desde el año 1995 es que en la medida en que el funcionario no pueda ascender, en el transcurso del 
tiempo se le vaya otorgando un incremento proporcional en su sueldo, a efectos de retribuirle toda la 
experiencia que ha acumulado durante esos años y que no se ha podido llevar a la práctica con un ascenso. El 
costo anual aproximado sería de $ 8:000.000. 


Por otro de los artículos presentados, pretendemos crear todos los cargos de aquellos funcionarios que se 
acogieron al retiro incentivado. En este último año, se acogieron al retiro incentivado 20 funcionarios del 
Tribunal de Cuentas. En un organismo con 320 0 350 funcionarios esa cantidad pesa bastante, porque los que 
se fueron tenían los grados más altos, sobre todo en el escalafón administrativo, que prácticamente ha 
quedado desarmado. Entonces, pretendemos que se nos otorgue una partida para crear esos cargos y 
mantener, por lo menos, la misma estructura del escalafón. 


En estos quince minutos, hemos comentado todos los artículos que presentó la Asociación, y, como decía, los 
únicos que no fueron recogidos por el Tribunal de Cuentas son los dos primeros, que no tienen costos 
asociados. 


SEÑOR BRENTA.- En el segundo artículo que propone la delegación se hace referencia a una 
modificación de los porcentajes de distribución de los recursos de afectación especial. Supongo que se 
trata de los recursos que obtiene el Tribunal cuando emite fallos y demás. 


SEÑORA SANTINELLI.- Es así. 


SEÑOR BRENTA.- Quisiera saber cuánto significaría para el funcionario el 10% de incremento que 
ustedes proponen, ya que plantean pasar del 40% al 50%. Asimismo, me gustaría saber a qué destina 
el Tribunal de Cuentas el 10% de los recursos que ustedes dicen quedaron sin utilizar y de qué 
volumen de dinero estaríamos hablando. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Quisiera saber si el segundo artículo que plantea la delegación, que 
refiere al cambio de porcentajes, no necesitaría iniciativa del Poder Ejecutivo. Me parece que una 
modificación de este tipo no puede ser introducida por el Parlamento, pero no estoy seguro. A lo mejor 
ustedes, que dominan la legalidad mejor que nosotros, nos pueden responder. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quiero hacer una acotación. Como estaba leyendo la documentación, 
no sé si ya comentaron este tema. Si fue así, más vale reiterarlo. 


0) 


En el artículo 11 del proyecto de Rendición de Cuentas por el que se sustituye el artículo 12 de la Ley N 
18.172 se establece que, transcurrido un año de contratación, y previa evaluación satisfactoria del 
funcionario, la función contratada se transformará en un cargo presupuestado. Es cierto que hay una 
diferencia, porque la aplicación de la disposición se propone en los Incisos 02 al 15. Sin embargo, como esta 
norma refiere al proceder que el Poder Ejecutivo, aparentemente, desea utilizar en todos los niveles de 
Gobierno, si tenemos interés en que se siga el mismo lineamiento en todo el Estado, en todo el país, esta 
también debería aplicarse para los funcionarios del Tribunal de Cuentas, porque más allá de que es un 
organismo distinto, los funcionarios son todos del Uruguay, sin distinción. Por lo menos, eso es lo que yo 
creo. 


SEÑORA SANTINELLI.- El señor Diputado Brenta preguntó sobre el 10% del recurso de afectación 
especial. Para que tengan una idea, el 40% que nos corresponde por ley, representa una retribución 
adicional, en promedio, de $ 2.500 o $ 2.700 para cada funcionario, que los recibimos por tique 
alimentación. Quiere decir que el 10% de ese 60% representa una cantidad muy exigua. 


El Tribunal de Cuentas utiliza el 60% que le corresponde en gastos de funcionamiento y gastos de inversión, 
según los créditos que tiene abiertos en el Presupuesto respectivo. Quiere decir que el Tribunal aplicaría su 
60% a eso. Nosotros proponemos que si la ejecución no llega al tope, es decir que ese 60% no se utiliza en 
forma íntegra, el resto se redistribuya entre los funcionarios, mejorando así, aunque sea en forma mínima, su 
retribución. Por eso quería destacar que se trata de una cantidad muy exigua. 


También se preguntaba si solamente el Poder Ejecutivo tiene iniciativa en esta materia. Quiero resaltar que 
cuando se fijaron los porcentajes del 40% y 60% la iniciativa surgió durante el tratamiento de un proyecto de 
Rendición de Cuentas en una Comisión del Poder Legislativo, no en la Cámara de Representantes, sino en el 
Senado. Así que ese porcentaje se cambió en la Comisión de Presupuesto del Senado. Esto no significa que 
sea realmente así; en la delegación está presente un abogado que puede aclarar mejor estos temas, porque yo 
soy una simple contadora que veo los números nada más, pero el hecho es que, en la práctica, una Comisión 
del Poder Legislativo ya introdujo una modificación de este tipo. 


En cuanto al artículo 11 del proyecto de Rendición de Cuentas, estamos totalmente de acuerdo en que 

comprende a toda la Administración Central. Por eso nuestro pedido y el artículo que presentamos refiere a 
las leyes anteriores y a seguir una línea. Si la línea del Poder Ejecutivo o del país es la de presupuestar a los 
contratados, precisamente, nuestros funcionarios contratados están en condiciones de ser presupuestados ya 


que tienen más de un año de antigijedad; algunos llevan tres, cuatro o cinco años en el organismo. Por eso 
hacemos este pedido, solicitando una medida que quizá debería ser una estrategia a utilizarse con todos los 
funcionarios públicos. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero hacer una pregunta a los efectos de analizar esta posible equiparación de 
situaciones entre lo que regula el artículo 11 de este proyecto de Rendición de Cuentas para los 
funcionarios de la Administración Central y la eventual incorporación a dicho régimen de los 
funcionarios del Tribunal de Cuentas. 


En ese artículo se establecen algunos requisitos, entre ellos, que la presupuestación será equivalente al grado 
de ingreso en el escalafón y serie que correspondan a esa unidad ejecutora. Quisiera saber si tomar como 
parámetro este artículo 11, por el que se sustituye el artículo 12 de la Ley N* 18.172, para la situación del 
Tribunal de Cuentas no puede generar alguna distorsión porque, si no me equivoco, ustedes están 
proponiendo que esos funcionarios queden en los lugares donde están y sigan recibiendo las mismas 
retribuciones. 


Ustedes dicen que no tendría costo porque ya se está haciendo frente a eso, que solo habría que habilitar los 
créditos y presupuestarlo, pero que el dinero estaría. Uno tiende a pensar en presentar un aditivo e 
incorporarlo al Inciso correspondiente, pero a lo mejor ahí podemos tener algún desfase con la realidad del 
Tribunal de Cuentas. 


SEÑORA SANTINELLI.- Respecto a la inquietud del señor Diputado Gandini, puedo decir que no es 
así, porque en este momento nuestros contratados están recibiendo una retribución equivalente a un 
Grado A 10, que es el último del escalafón presupuestado de un técnico. Quiere decir que esto no 
vulnera ningún aspecto de carrera administrativa. La propuesta es seguir manteniendo a los 
presupuestados en el Grado A 10, que es el grado más bajo del escalafón técnico. 


SEÑOR GANDINL.- Entonces, cuando el artículo 11 dice: '(...) al grado de ingreso, en el escalafón y 
serie que correspondan", quizás, los está ubicando en el Escalafón A 10, ¿porque refiere a la serie, 
verdad? 


SEÑORA SANTINELLI.- Tiene razón el señor Diputado Gandini en el sentido de que tenemos el 
Escalafón A y la serie sería el Grado 10. Así que en cuanto a la terminología sería lo mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión estudiará vuestra propuesta y resolverá en consecuencia. 
Contamos con la versión taquigráfica y con el documento que nos han hecho llegar. 


Muchas gracias por vuestra presencia. 
(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios del Tribunal de Cuentas) 


(Ingresa a Sala una delegación de representantes de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad 
Social) 


La Comisión de Presupuestos tiene el gusto de recibir a la doctora Natalia Colotuzzo, a las señoras 
Andrea García, Viviana Santana y Jaqueline Pereyra, al señor Lorenzo Mier y al doctor Juan Méndez, 
funcionarios de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social, del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 


Tenemos en nuestro poder un documento que nos han hecho llegar. La versión taquigráfica será remitida de 
inmediato al Ministerio correspondiente. 


SEÑORA COLOTUZZO.- Muchas gracias por recibirnos. 


Soy abogada de la División Jurídica de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social, del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Antes de plantear nuestro reclamo, quisiera exponer una serie de antecedentes, de manera muy sucinta, a 
efectos de que los señores Diputados comprendan cabalmente cuál es nuestra situación. 


En la Ley de Presupuesto del año 2005, se aprobaron determinadas reformas para la Inspección General del 
Trabajo y de la Seguridad Social. Una de ellas fue que los Inspectores de Trabajo pasaran a cumplir ocho 
horas en régimen de exclusividad. Asimismo, se crearon nuevos cargos para esta función. En el año 2007, 
ingresaron diez inspectores del trabajo en condiciones generales y, el 1” de abril de 2008, ingresaron treinta y 
tres inspectores para ocuparse de lo relativo a las condiciones de ambientales del trabajo, o sea, a la seguridad 
y la salud en el trabajo. Además, en el año 2005, se crea el Registro de Empresas Infractoras y la posibilidad 
para aquellas empresas administradas que han sido sancionadas con multa de que puedan realizar convenios 
de pago para montos superiores a 50 unidades reajustables. 


¿Qué ha ocurrido desde entonces hasta ahora y por qué nuestro reclamo? Precisamente, al haber otorgado la 
exclusividad y las ocho horas a los inspectores del trabajo se generó una obvia desigualdad salarial dentro de 
la unidad de la Inspección General del Trabajo. Nosotros, concebimos a los administrativos, a los 
profesionales y a los inspectores como una unidad, que se vio quebrantada por decirlo así ante esta inequidad 
que surgió. 


En base a eso propusimos y redactamos un artículo, que la Inspectora General del Trabajo elevó y que el 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social dejó de lado o vetó como lo quieran decir, por el cual se proponía un 
incremento salarial por una mayor carga horaria para los administrativos, que hoy son cuarenta y siete, y se 
dividen entre los que llevan a cabo las tareas administrativas correspondientes a los expedientes y los que 
realizan tareas en la parte de documentos de control, donde se siguen las planillas de control del trabajo. 
Actualmente, los funcionarios administrativos cumplen seis horas, y pasarían a cumplir ocho, y lo que se pide 
es un 33% de incremento salarial por una mayor carga horaria, más una partida adicional de $ 5.000. 


En el caso de los abogados y los procuradores que prestamos funciones en la División Jurídica de la 
Inspección, en la actualidad cumplimos cuatro horas diarias y pasaríamos a cumplir seis horas diarias, por lo 
que se pidió un 33% de aumento salarial, más una partida de $ 15.000. 


Lo que queremos aclarar es que todos los que estamos aquí compartimos y nos parece correcto el refuerzo 
que se hizo a nivel de los Inspectores de Trabajo; la Inspección lo necesitaba, pero debió darse en forma 
equitativa para todos. Si queremos un buen funcionamiento de la Inspección General del Trabajo 
considerando la connotación social que cumple esta oficina y la importancia que tiene para los derechos de 
nuestros trabajadores tenemos que tener en cuenta que ese refuerzo se hizo en una sola de las partes que 
conforman la Inspección, dejándose en otra situación a otros trabajadores, profesionales y administrativos, 
que nos desempeñamos allí. El problema es que estas ocho horas en régimen de exclusividad han generado 
un gran volumen de trabajo, pero los administrativos siguen siendo los mismos; no se creó ni siquiera un 
cargo. Como ha expresado la Inspectora General del Trabajo, en un año, se generaron cinco mil expedientes 
gracias a la labor de estos nuevos inspectores, mientras que quienes hacen posible la viabilidad de esos 
expedientes siguen siendo la misma cantidad de personas. 


La División Jurídica de la Inspección que yo integro fue reforzada: tenía siete integrantes, hoy somos catorce. 
El 1” de febrero, ingresamos siete nuevos abogados, pero se mantienen la carga horaria y el salario. Si bien la 
División Jurídica fue reforzada con el doble de funcionarios, hay que tener en cuenta que somos catorce 
abogados para ocuparnos de todos los expedientes del país. 


Si comparamos nuestro trabajo con el de los inspectores en Montevideo, podemos decir que cada uno de 
nosotros hace el trabajo de trece inspectores. Pero lleven eso a la dimensión del interior del país: en cada 
Oficina de Trabajo del interior del país no existe una División Jurídica. Los abogados de esta División como 
dije, conformada por catorce abogados somos los que implementamos, decidimos y llevamos a cabo los 
expedientes de todos el país. Y, como señalé, los administrativos no han sido reforzados por lo que, 
obviamente como decimos nosotros se ha producido un cuello de botella. Entonces, para que sea bien 
gráfico, sería necesario incrementar la carga horaria, por supuesto, con una retribución salarial mayor para los 
inspectores, administrativos y profesionales que estamos en una situación de inequidad absoluta. 


SEÑORA GARCÍA.- Lo que nos preocupa enormemente es que en esta Rendición de Cuentas se crean, 
aproximadamente, veinte cargos, reforzándose la situación en el interior del país. La adscripta a la 


Dirección General dijo en esta Comisión el día 16 de junio eso consta en la versión taquigráfica que 
esto implica, más o menos, un crédito de US$ 430.000. La mejora salarial que está pidiendo la 
Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social para funcionar correctamente y no generar 
exceso de actuaciones inspectivas que, al fin y al cabo, no tienen una resolución inmediata ascendería a 
unos US$ 500.000. 


Otra de las preocupaciones es que no sabemos si esos cargos son creados directamente para el interior del 
país o solamente para Montevideo. 


También nos inquieta que dentro de esa creación de cargos no haya algunos administrativos, para reforzar la 
Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social. 


Por otra parte esto también nos preocupa, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el informe 
económico y en la exposición de motivos del proyecto plantea tres tareas fundamentales, y una es el 
fortalecimiento del control del incumplimiento de la normativa laboral y el propósito de contribuir a la 
disminución del informalismo y la precariedad en el empleo. Eso se podría lograr con el cuerpo inspectivo 
que tenemos actualmente, siempre y cuando se funcione en conjunto, es decir, que la tarea inspectiva se 
realice e, inmediatamente, se puedan resolver los expedientes para que nosotros los podamos tramitar. 
Actualmente, la Inspección General de Trabajo no puede cumplir con eso porque, como dijo la Inspectora 
General lo que también figura en el informe que se elevó para esta Rendición de Cuentas, se generaron 
19.000 actuaciones y la División Jurídica tiene un atraso de 5.000 expedientes y hay 4.000 para notificar. Por 
lo tanto, nos preocupa enormemente que la Inspección haya generado un costo enorme en la Ley de 
Presupuesto por la exclusividad de los Inspectores de Trabajo, y que la sociedad no obtenga los beneficios 
que debería. Todo esto se da por no haber organizado un sistema que incluyera a todos los funcionarios, con 
el fin de que la Inspección pudiera funcionar de manera correcta. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Simplemente, quisiera hacer una acotación. 


Si bien es cierto que han ingresado siete nuevos abogados en la División Jurídica, por lo que podría decirse 
que hay el doble de profesionales que están en condiciones de sacar el doble de expedientes, esto no es tan 
así. Como ustedes comprenderán, cada profesional que ingresa a la División Jurídica necesita un tiempo de 
adaptación y conocimiento. Aunque se conocen las normas perfectamente, es muy distinto manejar un 
expediente de un accidente de trabajo, que se realiza a través del cuerpo inspectivo de CAT Condiciones 
Ambientales de Trabajo, que otro donde hay que ver si no se renovó una planilla de trabajo y se debe aplicar 
una multa, que es lo más sencillo. Con esto quiero decir que ese aprendizaje lleva un tiempo por supuesto, en 
función de las capacidades de cada uno, que se puede estimar en, aproximadamente, ocho, nueve o diez 
meses. Por lo tanto, el grueso del trabajo de CAT, que lo deben realizar la mayoría de los inspectores que 
ingresaron a la Inspección, corre por cuenta de los abogados que estaban desde antes. Lamentablemente, se 
está produciendo un gran cuello de botella. 


Cuando nosotros conversamos con la señora Inspectora Narducci en noviembre del año pasado, ella nos dijo 
que en la próxima Rendición de Cuentas o sea esta se estaría utilizó el tiempo condicional en condiciones de 
ofrecer una mejora a los diferentes sectores del piso, justamente, en función del grueso del trabajo y para no 
crear tantas desigualdades o inequidades. Nosotros estamos de acuerdo con todo lo que se ha hecho en la 
Inspección, pero creemos que con el atraso de expedientes que hay a veces son expedientes muy importantes 
no se está cumpliendo con su cometido, tal como todos quisiéramos, desde el primero hasta el último de los 
funcionarios. Entonces, a veces sucede que cuando el Ministerio establece una multa la empresa ya no existe. 
Por lo tanto, la actuación, el esfuerzo, las horas hombres y el trabajo son completamente nulos. 


Nosotros pensamos para poner un ejemplo que el cuerpo inspectivo es un tren de gran velocidad, pero el 
resto del funcionamiento, o sea el resto de los empleados, son rieles que por los que puede circular un tren a 
treinta o cuarenta kilómetros por hora. Entonces, desde ese punto de vista, el cuerpo inspectivo, que podría 
ser un tren de alta velocidad, no se ve acompañado por los rieles por donde va a transitar. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Comprendo perfectamente el problema que han planteado. Ustedes 
creen que la solución adecuada sería extender a ocho horas la jornada de los profesionales y de los 
administrativos, o sea, que todo el personal tenga la misma carga horaria que los inspectores. 


(Diálogos) 


——- Me acotan que los profesionales trabajen seis horas y los administrativos ocho, que significaría un 33% 
de incremento de los salarios. Ustedes consideran que de esa manera se normalizaría la situación y podrían 
atender la nueva producción de expedientes. 


Por otra parte, se supone que este planteo ustedes lo han negociado con el Ministerio, donde el tema se inicia, 
pero si vinieron aquí es porque se les dio una respuesta negativa. Quisiera que se refirieran al respecto. 


SEÑOR GANDINL.- Solo quiero hacer una aclaración. 


Hace algunos días recibimos un memorándum de la delegación que está presente e, inclusive, mantuvimos 
una entrevista. A raíz del conocimiento del tema, planteamos la inquietud en la Comisión cuando compareció 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y recibimos una respuesta confirmatoria de la actual situación. 


Tanto la señora Inspectora General como el señor Subsecretario -quien compareció en representación del 
Poder Ejecutivo reconocieron la situación, que el propio señor Subsecretario calificó de brecha entre una 
realidad con los inspectores y la otra. Tampoco manifestó voluntad de resolverlo en esta etapa. 


Yo solicitaría que la Comisión les entregara la versión taquigráfica de esa comparecencia que a lo mejor ya 
conocen; de todos modos sería bueno que tuviesen la versión oficial de la Comisión, para ver en qué medida 
se puede interceder en esta etapa que queda, porque es alarmante que se nos diga que hay 5.000 expedientes 
atrasados. Nosotros lo dijimos acá. La reforma de la DGI incluyó el paquete completo, obviamente, todos los 
eslabones de la cadena: inspectores con dedicación exclusiva, pero también otros profesionales y 
funcionarios que son el soporte de la tarea de los inspectores. Salió caro, pero al final salió barato porque la 
acción y el trabajo tienen mejores resultados recaudatorios y la eficiencia se puede ver. 


En este caso, el gasto o el esfuerzo que se ha hecho con los inspectores, tanto sea para contratar más como 
para pagarles mejor, termina siendo inocuo porque en los eslabones siguientes de la cadena se forma un 
cuello de botella y al final el resultado es el mismo: no salen los expedientes. Hay muchos más Inspectores 
produciendo, pero el resultado final es el mismo. 


Entonces, que haya 5.000 expedientes atrasados y que se sigan atrasando porque irán a la cola los que vienen, 
requiere una respuesta importante en un sector que ha recibido el apoyo de todo el Parlamento nacional. 


SEÑOR MUJICA.- ¿Se ha calculado el costo de lo que solicitan? 


SEÑOR MÉNDEZ.- Con respecto a la negociación, evidentemente que la hubo y a través de la señora 
Inspectora María Narducci. 


En noviembre del año pasado, la señora Inspectora se allanó a buscar una solución para el resto del personal 
de la Unidad Ejecutora: los administrativos y el personal de la División Jurídica. Eso finalizó en un proyecto 
que se sometió a la señora Inspectora. Tanto ella como los funcionarios dieron sus puntos de vista, se aunaron 
los criterios, y la propuesta fue elevada al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. De todo el articulado 
que nosotros entregamos al señor Diputado Brenta, simplemente queda en pie la norma que hace mención al 
Registro de la construcción, y nada más. O sea que hubo negociación. 


Antes de llegar a esta etapa como ustedes sabrán, solicitamos hablar con las jerarquías del Ministerio llámese 
el señor Ministro, pero no fuimos recibidos. Cuando se habló con el señor Director General, expresó que era 
un tema laudado. Por eso nos vimos en la necesidad de acudir a este ámbito. 


SEÑORA GARCÍA.- El costo para el sector administrativo y para los abogados ascendería a alrededor 
de $ 9:720.000, es decir, US$ 500.000. Esto ya lo mencioné anteriormente cuando se dijo que toda la 
creación de cargos que plantea el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Inciso 13, en esta 
Rendición de Cuentas, asciende a US$ 430.000. Creo que ninguno de esos cargos va para la Inspección 
General del Trabajo y la Seguridad Social. 


También debo aclarar que el costo de haber creado 30 cargos en la Ley de Presupuesto, que ingresaron para 
realizar inspecciones, aunque esos expedientes todavía no están dentro de los expedientes planteados aquí por 
la señora Inspectora General hablo de esos 5.000 y del atraso; porque estos inspectores recién comenzaron a 
realizar inspecciones el 2 de mayo, asciende a $ 15:120.000. Nuestra financiación solamente equivaldría al 
64% de esos cargos que se crearon y que hoy tienen una antigúedad de un mes en el Ministerio; nosotros 
venimos trabajando con la exclusividad de los inspectores desde marzo de 2007. 


Otra preocupación -que también planteó el doctor Méndez es que se está creando el Registro Nacional de 
Obras de Construcción y su Trazabilidad. Esto nos inquieta porque dentro del articulado que se negoció se 
creaban muchos cargos, profesionales, técnicos prevencionistas y administrativos. Nos preocupa 
enormemente cómo va a funcionar ese Registro Nacional de Obras que se crea en esta ley de Rendición de 
Cuentas y nuestra duda es si nos van a sobrecargar con más tareas. Digo esto porque dentro de la reforma del 
Estado se destinan $ 5:200.000 para las oficinas del interior del país de DINACOIN. Al menos en esta 
Rendición de Cuentas no se vislumbra si en la reestructura del Estado se podrá generar un ámbito para que 
ese Registro Nacional de Obras funcione correcta y efectivamente. 


Se nos plantea esta inquietud dado que en la Ley de Presupuesto se creó el Registro de Empresas Infractoras 
que hoy funciona pero no correctamente, porque no tiene computadoras ni personal específico para realizar 
esa tarea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos vuestra visita. 


Actuaremos de acuerdo con lo que dijimos al principio y esta Comisión analizará detenidamente vuestro 
planteamiento. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios de la Inspección General del Trabajo y de la 
Seguridad Social) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios Postales del Uruguay) 


La Comisión da la bienvenida a una delegación de la Asociación de Funcionarios Postales del Uruguay, 
integrada por los señores Raúl Medina, Juan González, Jorge Da Cunha, Gustavo Torres, Orliman Ojeda, 
Julio César Miqueiro, Oscar Ortelli y José Matto, que ha solicitado audiencia el 11 de junio próximo pasado. 
Vamos a escuchar detenidamente su exposición y la versión taquigráfica será remitida inmediatamente a la 
Administración Nacional de Correo y al Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR MATTO.- Antes que nada, queremos agradecer que nos hayan recibido para hacer nuestro 
planteo. 


Nosotros no venimos a pedir aumento de salario ni partidas, como se estila en el tratamiento de la Rendición 
de Cuentas. Simplemente, vamos a referirnos al artículo 418 que viene del Poder Ejecutivo, por el que se 
abre las puertas para que el Correo se pueda privatizar, formar una asociación mixta con privados. Sabemos 
que organismos públicos no van a venir a asociarse con el Correo. 


La clase política tiene una deuda con el Correo y con la población, pues es noticia solo cuando hay paro. 


Queremos señalar que el Correo está subsidiado, tiene una partida de alrededor de $ 250:000.000 al año, que 
desde que comenzó esta Administración está congelada. Por lo tanto, es difícil que el Correo pueda funcionar. 


Por otro lado, hay que tener en cuenta el reparto de las facturas. En tal sentido, en el año 2004 se votó una 
iniciativa en la Cámara de Diputados y en el Senado precisamente, el 15 de setiembre de ese año no hubo 
número por lo que el tema quedó como estaba. 


Nosotros queremos que se forme una Comisión en la que se discuta este punto y en la que participen todos 
los actores: el Parlamento, la Dirección Nacional de Correos, la URSEC. Pedimos que haya un proyecto de 
Correo como se nos había prometido; inclusive, que la correspondencia que pesa hasta una franja de 150 
gramos como sucede en todas partes del mundo se envié a través del Correo, y si pesa más de esa cantidad el 
usuario vaya al correo privado, si así lo quiere. 


Nosotros pedimos encarecidamente que el artículo mencionado se elimine. No queremos ir al enfrentamiento. 
Les recordamos que todos los conflictos del Correo en los últimos tiempos se generaron por cuestiones que 
nos quieren sacar o porque nos quieren atropellar. 


En el año 2004 se produjo un gran conflicto con la otra Administración, que quería enviar a quinientos 
compañeros para la casa. Pero eso no lo pudieron hacer, porque para mandar excedentarios para la casa hay 
que suspender el servicio de las oficinas o hacer una reestructura. Después de cuarenta y seis días de 
conflicto, quedó todo como estaba. 


En diciembre entramos en conflicto por el FONASA. Estamos de acuerdo con este sistema, pero no podemos 
permitir que hagan morcilla con nuestra sangre. Nosotros teníamos una partida de $ 1.300, pero la quitaron, y 
ahora tenemos que pagar el FONASA: 4,5% los que no tenemos hijos, y 6% los que tienen. Luego de un 
conflicto de veinte días, se acordó que por lo menos la mitad de lo que estábamos cobrando quedara para 
pagar la segunda cuota. El convenio que teníamos con el CASMU lo hizo el sindicato. Y ahora, la frutilla de 
la torta, es lo que se establece en el artículo 418. 


Queremos plantear que con la bandera de esta privatización encubierta porque este artículo se presta para 
cualquier cosa solamente ha quedado la Presidenta del Correo. Hace cuarenta y ocho horas tuvimos una 
entrevista con el señor Julio Vieytes y la nueva Directora, quienes no están de acuerdo con este artículo y 
coinciden con el sindicato. Lo mismo sucede con la Mesa Coordinadora de los Entes y con el PIE-CNT, que 
en la jornada del 27 de junio va a exigir que este artículo se retire de la Rendición de Cuentas. 


El 1? de julio habrá una entrevista con la Ministra de Educación y Cultura y también tenemos otra prevista 
con la URSEC. Lamentablemente, el otro Directorio de la URSEC hizo muy poco por el Correo. 


Esta es nuestra situación. No queremos volver a un conflicto. Todos los conflictos que hemos pasado nunca 
han sido para reivindicar partidas económicas; siempre fue por cuestiones que nos perjudicaban. 


Nosotros seguimos pensando como antes: el Correo tiene que seguir en manos del Estado. 


Todas las veces que hemos ido a hablar con la señora Presidenta nos dice que ya le están por dar un 10% o un 
15% de la distribución de las facturas, pero estas nunca vienen. Nosotros aspiramos, como mínimo, que parte 
de las facturas las reparta el Correo, al igual que toda la correspondencia del Estado. Eso lo resolvió el 
Presidente Tabaré Vázquez junto con los Ministros. Pero a veces esa correspondencia se le da a correos 
privados y no sabemos por qué. El Correo reparte correspondencia de Primaria, de ANCEL, etcétera. El 
sindicato del Correo, cuando estaba el señor Colotuzzo, y el señor Murro era delegado obrero, logró que 
repartiéramos correspondencia del BPS. No entendemos por qué hay correos colaterales cuando hay trabajos 
que en cualquier parte del mundo se efectúan por Correo, más aún la distribución de las facturas. 


Creemos que el Correo, que tiene más del 50% de la correspondencia que hay en el mercado, deber ser 
contemplado en un proyecto de ley. 


Quisiera que ustedes vieran la cantidad de gente que hay afuera, bajo la lluvia, por lo sentido de esta 
situación. Hoy, aquí hay cuatro compañeros del interior y cuatro de la Directiva Postal. 


SEÑOR MEDINA.- Queremos agradecer que nos hayan recibido. 


Sintéticamente, nosotros queremos plantear que han pasado tres años de este Gobierno y aún no existe una 
política postal. El único proyecto que existe en tal sentido es el PIDET Plan Integral de Desarrollo Postal, que 
lo generó la UPU Unión Postal Universal, y que no ha sido discutido por los diferentes actores políticos. 
Hemos mantenido reuniones con la URSEC, con el Ministerio de Educación y Cultura y la Unión Postal de 
las Américas, España y Portugal, de los cuales tampoco hemos recibido respuesta. 


Lo que queremos es una franja de reserva, como la tienen todos los correos del mundo. En tal sentido, 
trajimos el proyecto PIDET para entregar a los señores Diputados y lo relativo a la tasa de $ 2,50, que se 
implementó pero no la han pagado ninguno de los otros correos que existen en el Uruguay, no solo los que 
están registrados sino los cientos de correos privados que no lo están; estos tampoco han aportado nada. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Recuerdo que en el período pasado votamos afirmativamente para 
que toda la correspondencia del Estado entre lo que se encontraba las facturas fueran distribuidas por 
el Correo aunque esto luego no prosperó en ley, pero tuvimos una muy fuerte oposición de los 
sindicatos de los entes autónomos. Fue un tema muy controvertido y ustedes lo conocerán. Tal vez por 
ello habrá primado la fuerza de ese otro sindicato en el Senado y no se lograron las mayorías. 
Comparto que este es un asunto que hay que solucionar. 


Asimismo, la delegación ha dicho que ahora el señor Presidente de la República dio la orden de que toda la 
distribución la haga el Correo y que eso no se está cumpliendo. Entiendo que esta es una acusación grave, y a 
los jerarcas de los organismos que no cumplan con esa disposición habrá que sancionarlos. Nos gustaría que 
nos aportaran información sobre quiénes no cumplen con esto y en el momento en que concurra a esta 
Comisión la señora Ministra de Educación y Cultura se lo haremos saber. 


Otra cuestión que quisiera comentar y que quiero repasar es que en el día de ayer en un diario de la capital se 
publicó la opinión de la Directora, señora Cristina González, a favor de privatizar el Correo. Ahora ustedes 
dicen que no; por eso voy a repasarlo mejor. 


SEÑOR POSADA.- Creo que la delegación del Correo nos plantea una vieja reivindicación que 
lamentablemente ha quedado por el camino. Algunos partidos políticos entendemos como un 
contrasentido el hecho de que en el Estado existan pequeñas organizaciones de correo, que no tienen 
razón de ser. Creemos que teniendo el Estado una organización como la Administración Nacional de 
Correos es obvio que se aprovechen esos recursos para darle sustento desde el punto de vista de la 
viabilidad económica y financiera y, a su vez, evitar los costos que tienen las empresas públicas. Pero, 
como ustedes saben, lamentablemente ese proyecto que presentamos en la Legislatura anterior 
conjuntamente con el señor Diputado Lacalle Pou, no pudo ser aprobado en ambas Cámaras. Nosotros 
seguimos pensando lo mismo, pero en ese sentido no hay cambios en las posiciones de los demás 
partidos políticos. 


Otro aspecto a mencionar es este artículo 418 que se introduce y que no terminamos de comprender porque, 
realmente, yo creo que hay posibilidades de desarrollo del Correo a partir de solucionar lo otro. Entonces, no 
vemos cuál es el sentido de plantear hoy posibilidades de asociación en el ámbito nacional, porque supongo 
que a eso se refiere dicho artículo. Creo que sería importante conocer cuáles han sido los fundamentos que 
les dio la señora Presidenta del Correo de la inclusión en la Rendición de Cuentas de este artículo 418. 


SEÑOR GAMOU.- El delegado del sindicato decía que hay dependencias del Estado que, aunque 
exista un compromiso de que la correspondencia se envíe por el Correo, lo están haciendo a través de 
empresas de correo privadas. Quisiera que me ratificaran esto y, si fuera posible, que nos acercaran 
información al respecto. Esta es una denuncia concreta de que no se está cumpliendo. 


Por otro lado, leí una entrevista en la que se decía que esta posibilidad de asociación va a permitir adquirir 
"know how" y capital. Mi pregunta concreta apunta a saber qué tipo de asociación prevén ustedes que incluye 
este artículo 418, porque cuando se pone un artículo en una Rendición de Cuentas se debe tener una idea de a 
dónde se quiere llegar. 


SEÑOR BRENTA.- Lo mío no es una pregunta; simplemente, es asumir un compromiso como bancada 
de Gobierno, porque aún no hemos tenido la oportunidad de conversar con las autoridades del 
Ministerio, de la Administración Nacional de Correos, ni de analizar este artículo con responsabilidad. 
Creo que es un artículo complejo y que debemos introducirnos más en el tema a los efectos de 
comprender. Quizás la pregunta formulada por el señor Diputado Gamou contribuya a que 
entendamos un artículo que, como verán, tiene una expresión de carácter general, por lo que no es fácil 
advertir cuáles son los planes del Correo al incluirse este artículo. Por eso, todo lo que puedan aportar 
en este sentido nos va a ayudar a tomar una decisión. 


SEÑOR GANDINI.- La intervención del señor Diputado Gamou me lleva ahora a hacer uso de la 
palabra. 


Obviamente, este artículo se crea para dar marco legal a alguna decisión que ya fue tomada, a un camino que 
ya está perfilado, particularmente porque habilita dos situaciones diferentes: una, de vincular 
contractualmente al Correo con cualquier empresa pública o privada, nacional o extranjera, y otra, de que el 
organismo participe en una empresa de capital mixto público o privado. Abre todo el panorama. Luego, en el 
último inciso, se dice que esta disposición regirá a partir de la promulgación de la presente ley. Esta ley 
comenzará a regir, para todos los casos, el 1” de enero de 2009. Excepcionalmente, cuando así se determine, 
comenzaría a regir antes, por alguna urgencia. Si se introduce este último inciso es porque, obviamente, esta 
herramienta está siendo necesaria para dar curso a alguna planificación que ya está determinada, sea conocida 
o no por el sindicato. 


En ese caso, quiero preguntar si tienen conocimiento de que haya algún plan en esta materia, porque lo que 
hace este artículo es hacer una delegación desde el Parlamento al Poder Ejecutivo. A partir de ahí, el Poder 
Ejecutivo puede hacer lo que quiera con el Correo; lo que quiera. No necesita más ley. Esta es la ley que 
necesita para vender el 49%, el 50%, el 51% o el 52%, para asociarse con una empresa extranjera, con una 
privada, para entrar en un capital mixto, para asociarse con ANTEL, ANCAP o con quien fuera. Esta es una 
ley que delega en el Poder Ejecutivo la facultad de hacer cualquier tipo de negocio, porque la expresión 
"vincularse contractualmente" es muy amplia. Obviamente, ya el Correo tiene posibilidades de vincularse 
contractualmente con empresas privadas y públicas, nacionales o extranjeras. Vincularse contractualmente 
puede ser realizar un contrato; hace contratos de suministros, por ejemplo, de compras, de transporte, 
etcétera. Para eso no se necesita una ley nueva; todas las empresas públicas lo pueden hacer. Si se necesita 
una ley nueva es porque está pidiendo hacer algo que hoy no hace. Una vez que lo votemos y lo deleguemos 
perderemos el control parlamentario. 


Por ello, quisiera saber si a través de este artículo tan genérico y amplio el sindicato tiene idea de que haya 
algún plan trazado al respecto. 


SEÑOR ASTI.- El señor Diputado Brenta decía que este es un tema que todavía no ha sido discutido en 
nuestra bancada. Además, todavía no ha concurrido el Ministerio de Educación y Cultura cuya 
opinión no conocemos- pero tal vez fuera conveniente que lo hiciera acompañado de las autoridades de 
la Dirección Nacional de Correos. 


La idea que siempre hemos manejado cuando recibimos a las delegaciones, en particular a las gremiales, es 
escuchar sus planteos y no discutir el tema en profundidad, porque seguramente vamos a tener instancias para 
ello. 


Como decía el señor Diputado Brenta, creo que podemos estudiar muy atentamente este artículo, ante las 
advertencias que nos hacen los funcionarios del Correo y, en el momento en que concurran las autoridades 
políticas, tanto ministeriales como del Correo propondría que junto a la delegación del Ministerio se invitara 
también a la Administración Nacional de Correos, dado que tienen una vinculación constitucional de 
referencia, mantendremos una discusión más técnica y política. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con lo expresado por los señores Diputados Brenta y Asti en 
el sentido de que este artículo será analizado con mucha detención por todos los señores legisladores y 
legisladoras que integramos esta Comisión; por supuesto que la bancada de Gobierno también lo va a 
analizar. 


No obstante, mantuve una reunión previa con parte de la delegación que está aquí presente y manifesté dos 
inquietudes. En primer lugar, me referí a lo que han expresado algunos legisladores, que no se ha solucionado 
ni cerca el tema de la facturación, que se deberá abordar. En su momento nosotros votamos un proyecto de 
ley que, lamentablemente, no tuvo la atención adecuada según mi opinión; lo digo con mucho respeto del 
Senado de la República. En segundo término, manifesté que el artículo 418 me merece reparos; primero lo 
analizaremos en el seno de la bancada y luego en esta Comisión. 


Quería dejar esas constancias. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Creo que es muy atendible lo que decía el señor Diputado Asti en 
cuanto a que la Presidencia de la Comisión se comunique con la señora Ministra a fin de que venga 


acompañada del Directorio de la Administración Nacional de Correos para considerar este tema 
directamente con esas autoridades. 


SEÑOR POSADA.- En el mismo sentido que la señora Diputada preopinante, quiero expresar que 
deberíamos asegurarnos de que la delegación del Ministerio de Educación y Cultura concurra con las 
autoridades de la Administración Nacional de Correos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay inconveniente, vamos a actuar de esa manera. 


SEÑOR MATTO.- Me parece que el señor Diputado González Álvarez interpretó mal, por lo que 
quisiera aclarar que de los tres Directores la única que apoya esto es la Presidenta. 


Por otra parte, esta vez coincidiremos con el señor Diputado Gandini en que esto abre la puerta para 
cualquier cosa. Además ?como decía irónicamente un compañero?, si nos quieren llevar para ANTEL, nos 
vamos mañana mismo, pero el pase no va a ser para ANTEL ni para UTE. Dicen que este es un sindicato 
medio díscolo, pero bobos no somos. 


Lo que nosotros queremos está bien que se estudie es que este artículo se extirpe de la Rendición de Cuentas, 
que nos parece que no es la vía para incluir esto. 


Como siempre dijeron los muros de Montevideo, desde los años sesenta y setenta, "El Parlamento tiene la 
palabra", pero este es un garrón que meten incluyéndolo en la Rendición de Cuentas. Por lo tanto, lo que 
nosotros reclamamos, así como el movimiento sindical estuve en la Mesa Representativa y en el día de ayer 
también salieron declaraciones de la Mesa Coordinadora es que se saque este artículo. Queremos que de una 
vez por todas venga un proyecto de ley con un marco regulatorio para todo el espectro que tiene que ver con 
el Correo Nacional. Eso es lo que queremos. 


Por otra parte, si antes las asociaciones con privados eran malas, siguen siéndolo ahora; nosotros seguimos 
pensando igual que antes. Hay algunos que ahora dicen que no les asustan las asociaciones con privados, 
pero a nosotros nos siguen asustando. Entonces, planteamos que la solución puede estar en este proyecto del 
PIDEP o reiteramos en el hecho de que se haga un proyecto de ley como el que se nos había prometido en la 
campaña electoral. A nosotros no nos es ajeno el Gobierno que haya estado, pero con todo lo que está 
pasando y los enfrentamientos que tiene permanentemente con la gente por su carácter, nos parece que esta 
señora Presidenta tiene los días contados en el Correo, porque los enfrentamientos y malos tratos con los 
Gerentes son constantes; en este sentido hay denuncias. 


Los señores Diputados pueden considerar que lo que estamos diciendo aquí corresponde a la Comisión de 
Legislación del Trabajo, pero como son parlamentarios, si creen que esto no es cierto se lo pueden preguntar 


a los otros integrantes del Directorio. 


Reiteramos que lo que nosotros queremos es que este artículo se retire del proyecto de Rendición de Cuentas. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muy amables por la visita. Seguiremos analizando el tema. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios Postales del Uruguay) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay, AFEU) 


———Damos la bienvenida a la delegación de la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay AFEU, 
integrada por la señora Lía Vinci y los señores Enrique Lazzarini, Juan Eduardo García, Gustavo Toribio y 
Jorge Alberti. Acabamos de recibir una carpeta que estamos distribuyendo a la totalidad de los integrantes de 
la Comisión. 


Informamos que inmediatamente vamos a remitir la versión taquigráfica de esta sesión a la Corte Electoral 
para que tome conocimiento. 


SEÑOR LAZZARINL.- En primer lugar, quiero agradecer que la Comisión nos haya recibido en el día 
de hoy. 


Quiero hacer referencia a la situación en la que llegamos a esta Rendición de Cuentas, luego de una difícil o 
escasa negociación con la Corte. 


Entre los artículos que propusimos a la Corte, esta consideró tres, dos de los cuales se encuentran hoy en la 
carpeta que hemos entregado a los señores legisladores. 


Fundamentalmente quisiéramos explayarnos sobre el artículo 1, que hace referencia a un incentivo para los 
funcionarios de todas las oficinas inscriptoras del país. Téngase presente que estamos a diez meses del cierre 
del período inscripcional y creemos que es fundamental incentivar la tarea de quienes se desempeñan en 
dichas inscriptoras. El artículo que hizo suyo la Corte Electoral y que fuera entregado al Ejecutivo establece 
que el incentivo será primordialmente para los funcionarios inscriptores, pero no dice que sea específico para 
las oficinas inscriptoras. Por lo tanto, hicimos algunas variaciones que figuran en el carpetín, excluyendo de 
este incentivo los certificados que no están relacionados con el sufragio, fundamentalmente los que hacen a la 
ciudadanía legal y los negativos que entrega la Oficina Nacional Electoral. También especificamos que este 
incentivo debe ser para los funcionarios de las oficinas incriptoras de todo el país y será distribuido en forma 
proporcional a la intervención que tenga cada funcionario en el trámite pertinente. Hacemos hincapié en esto 
porque para que el incentivo llegue a todos los funcionarios en cada una de las tareas que realizan, nos parece 
fundamental que el trámite del expediente inscripcional sea cumplido en forma correcta. 


Además, en este artículo aclaramos algo respecto a los funcionarios que toman huellas dactilares. Esta tarea 
es, por sí misma, la más sucia y la que muchos compañeros no quieren hacer. Por lo tanto, queremos 
incentivarlos especialmente. 


En el carpetín también van a encontrar que en el artículo 2” se incrementa la prima por asiduidad. Si bien este 
artículo fue incluido por la Corte Electoral, aunque no a propuesta del sindicato, igualmente lo incorporamos 
porque consideramos que el ausentimo en el organismo es importante. Sabemos que este problema no se 
resuelve aumentando la prima por asiduidad o presentismo como se la denomina en otros organismos, pero es 
una de las formas de hacerlo. Al respecto, habría que agregar algún estudio de las razones particulares por las 
que se genera este ausentismo. Además, téngase presente como bien decía al inicio de mi intervención que 
estamos a diez meses del cierre del período inscripcional y necesitamos que estén disponibles todos los 
recursos humanos. 


El artículo 5” que figura en el carpetín fue propuesto por el sindicato y hace referencia a la economía de 
vacantes. Por el inciso segundo del artículo 18 de la Ley N* 17.556, a partir del año 2002 se congelaron todas 
las vacantes. Es por eso que propusimos su derogación. 


Cuando hablé del artículo 1* que refiere al incentivo para los funcionarios de las oficinas inscriptoras nos 
basamos en nuestra prioridad de aquí al año próximo, porque nos vimos sorprendidos por el Mensaje del 
Poder Ejecutivo referente a la informatización del Registro Cívico Nacional. Al respecto, cedería el uso de la 
palabra al señor Alberti, encargado del centro de cómputos de la Corte Electoral e integrante del sindicato, 
para que especifique por qué consideramos prioritarios los recursos para la inscripción cívica y no para la 
informatización. 


SEÑOR ALBERTTI.- Con dineros entregados a la Corte Electoral para la informatización del registro 
electoral, esta oficina ha ido adquiriendo material informático. Por ejemplo, al día de hoy ya lleva 
comprados 85 PC y dos servidores nuevos de última generación que van a suplantar los que hoy tiene. 
Además, ha mejorado el cableado, la red, llevándola a 1 Giga de comunicación, es decir, de lo más 
moderno que hay. 


Entonces, en estos momentos es innecesaria la compra de material informático por ese monto de dinero que, 
realmente, llevaría a cambiar casi todos los equipos de que hoy dispone la Corte Electoral. 


Reitero que es innecesario utilizar esos recursos en este tipo de insumos porque la Corte ya los ha ido 
adquiriendo. Por ejemplo, tenemos en stock 35 escaners, cuyo costo es de US$ 1.500 cada uno, los que 
seguramente cuando se vayan a utilizar no tendrán la funcionalidad para la cual se adquirieron. 


SEÑORA VINCI.- Queremos agradecer a la Comisión que nos haya recibido. 


No es la primera vez que reclamamos por la falta de negociación auténtica entre la Asociación de 
Funcionarios Electorales y las autoridades del organismo. En realidad existe un diálogo, pero este no siempre 
se traduce en una auténtica negociación y esta oportunidad no ha sido la excepción. 


Como decían mis compañeros, lo que hemos venido a plantear brevemente es la posibilidad de sustituir los 
montos que propone el Ejecutivo a través del artículo 362 para el Inciso 18, Corte Electoral. Se trata de 
montos destinados a la informatización, pero como con claridad planteaba el señor Alberti uno de los 
responsables del centro de cómputos el sindicato ha llegado a la conclusión luego de haberlo estudiado en 
innumerables oportunidades de que por lo menos ahora no son indispensables, o hacia la finalización del 
período, sino que por el contrario son necesarias otras medidas organizativas que desgraciadamente no se han 
ido tomando. Este sindicato, desde el comienzo del período inscripcional, ha propuesto que se realicen 
modificaciones en el funcionamiento de la oficina inscriptora que no se pueden establecer por ley que en 
algunos aspectos la harían más fluida y eficaz. Un aspecto a considerar era el incentivo a los compañeros que 
trabajan directamente vinculados a todas las oficinas inscriptoras del país, no solo de Montevideo. Así 
creemos que por lo menos se resolvería uno de los problemas, como ser la dificultad de adjudicar a 
funcionarios administrativos del mismo grado tareas que son mucho más engorrosas que las que se realizan 
en otras secciones o registros del organismo. 


Hicimos estas gestiones con el Ejecutivo y no fueron mal vistas, pero pensamos que obviamente ello 
dependerá del debate parlamentario y de la posibilidad real de hacer una trasposición de rubros, de acuerdo 
con lo que nosotros valoramos prioritario, como es la inscripción. No queremos vivir situaciones como las 
que se dieron sobre el final del período anterior, cuando los funcionarios fuimos rehenes de la mala 
organización y de la pésima distribución o gestión que se lleva adelante, por ejemplo lo decía el compañero 
en los aspectos informáticos, en los que los gastos no son adecuadamente controlados; y tenemos pruebas. 
Creemos que son dineros del Estado que no están siendo bien administrados. 


Olvidábamos decir que nos hacemos eco de las reivindicaciones generales que propone la Confederación de 
Funcionarios del Estado, COFE, de la que formamos parte y que, por supuesto, defendemos. 


En cuanto a la asiduidad, no hay nada más que agregar a lo que planteó el compañero. Sí quiero llamar la 
atención con respecto a lo que dice la última parte del fundamento que nosotros propusimos, que es distinto 
al de la Corte. En él se dice: "Todo lo anterior, sin detrimento del compromiso de un adecuado, 
pormenorizado y responsable análisis de las causas de fondo que conllevan al alto grado de ausentismo que 
se constata en la institución, buscando el asesoramiento correspondiente por parte de organismos 
especializados como la Oficina Nacional del Servicio Civil y otros". 


Nos encontramos ante una realidad: las autoridades de este organismo se niegan permanentemente a 
vincularse con otros organismos que puedan asesorarlo con personal capacitado a tales fines. Inclusive, 
buscamos una reestructura por la que venimos peleando desde hace mucho tiempo que no pasa por el ingreso 
indiscriminado de funcionarios sino por contemplar las auténticas necesidades del organismo en todos los 
sentidos y por que la distribución del funcionariado sea justa y no teñida de clientelismo político, como lo 
hemos repetido en cada oportunidad en que esta Comisión ha tenido la gentileza de recibirnos. 


Sabemos que en el articulado general del proyecto existe una disposición vinculada con la derogación del 
inciso segundo sobre economía de vacantes, pero hay que ver si entraría en contradicción total o no. 


SEÑOR GANDINI.- La Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay respalda los dos primeros 
artículos del mensaje del organismo, aunque en el primero introduce algunas modificaciones que, a su 
juicio, direccionan mejor esa redistribución de recursos. 


El primer artículo no implica costos se trata de recursos de libre disponibilidad que el organismo ya tiene, y 
el segundo tiene un costo aproximado de $ 8:000.000. 


A su vez, el organismo plantea otros tres artículos que tienen que ver con la creación de cargos, con la 
facultad para contratar a algunos funcionarios y con la derogación de un inciso del artículo 18 de la Ley N* 


17.555, pero por lo visto, no solicita el único artículo que envió el Poder Ejecutivo; me resulta una situación 
de lo más novedosa. 


La Corte Electoral es uno de los organismos más autónomos; tiene todas las potestades atribuidas por la 
Constitución y la ley para gestionarse, y en un tema de estricta gestión interna, no pide un dinero que le da el 
Poder Ejecutivo para que utilice en un rubro que probablemente el organismo entienda que no necesita. Los 
funcionarios nos dicen que, desde su punto de vista, no lo necesita. Le preguntaremos a las autoridades de la 
Corte Electoral, pero si no lo piden, seguramente piensan de manera muy parecida a sus funcionarios, o por 
lo menos llegarán a esa conclusión. 


Lo que nos resulta insólito es que el Poder Ejecutivo dispone de ese dinero, que es más o menos equivalente 
al que la propia Corte y los funcionarios están pidiendo para financiar al artículo 2* del proyecto. Estamos 
hablando de $ 7:111.000 contra $ 8.140.000 


Quería confirmar si esto es así, es decir, si se da esta situación tan particular de tener visiones tan diferentes, 
al punto de que el Poder Ejecutivo le diga a un organismo autónomo en qué debe gastar la plata cuando no la 
quiere gastar allí. 


SEÑOR BRENTA.- El artículo 362 se refiere a un proyecto de informatización del Registro Cívico 
Nacional. En realidad, el proyecto no está acotado a la inversión en equipamiento porque la 
descripción se refiere a la renovación de equipos, capacitación de funcionarios y ampliación del 
software. 


Imagino que como el proyecto tiene como objetivo la informatización del Registro Cívico Nacional porque el 
sistema que vemos que se utiliza cuando vamos a votar es del siglo pasado, o del otro, para ponerse al día con 
el mundo en que vivimos, esto no solo implica el equipamiento sino todas las tareas que los funcionarios 
deben desarrollar para lograr que se incorpore a la informatización la credencial cívica. Quiero saber si es así, 
porque el hecho de que el equipamiento esté no sería una limitante; también habría compensaciones salariales 
para los funcionarios que trabajen en esto. 


SEÑORA VINCI.- Respondiendo a la pregunta del señor Diputado Gandini, si no estamos mal 
informados, el tema fue la demora con que la Corte presentó el proyecto ante el Poder Ejecutivo y el 
Parlamento. En ese entendido, frente a la ausencia de un proyecto, se envió esto, pero no está 
descolgado de gestiones realizadas por las autoridades del propio organismo ante el Ministerio de 
Economía y Finanzas buscando la informatización del Registro Electoral, que no es lo mismo que el 
Registro Cívico Nacional. 


Se trata de un Registro que quedó pendiente de informatización. En ese rubro ya se habían hecho gastos 
como informaba mi compañero del Centro de Cómputos, Jorge Alberti y se esperaba obtener, con un 
préstamo del BID, el dinero suficiente para la informatización. Pero ese préstamo no reunía las características 
de ser otorgado para financiar mano de obra, como habían ido a buscar los integrantes de la Corte Electoral 
en esa gestión que realizaron ante el Ministerio de Economía y Finanzas. Cuando apareció este artículo 
preguntamos si implicaba mano de obra y se nos informó que no, que solo abarcaba insumos informáticos. 
Por ese motivo, trajimos a uno de nuestros compañeros encargados del Centro de Cómputos para que 
informara con mayor detenimiento sobre aquellos aspectos en los que se podría haber subjetivizado nuestra 
opinión al no estar avalada técnicamente. 


En cuanto a los cinco artículos de la Corte y a los tres de AFEU, la Corte toma las reivindicaciones del 
sindicato en términos generales pero las plasma de una manera que para nosotros es inaplicable, por ejemplo, 
en el artículo primero. Si se plantea que del 50% de los proventos, que ya son magros, solo se puede utilizar 
lo que proviene de las renovaciones, porque lo de los certificados se usa para la asiduidad, eso no es 
demasiado importante como para poner "primordialmente", como expresa en su texto la Corte Electoral. 
111:48:31| Por lo tanto, para nosotros esa palabrita no es poco importante; debería decir expresamente ?con 
algún aspecto reglamentario? que será, fundamentalmente, para la retribución a los compañeros que toman 
impresiones, por las características especiales de la tarea. A su vez, hay toda una discusión sobre este tema; 
hasta que no haya una reestructura y una categorización de tareas, los compañeros administrativos seguirán 


tomando impresiones y hay que discutir si la toma de impresiones corresponde o no, es decir, si es una tarea 
administrativa. 


Nosotros quisiéramos poder laudar esta discusión algún día en las negociaciones con las autoridades del 
organismo, porque evidentemente se trata de una tarea muy resistida. 


SEÑOR LAZZARINI.- Con respecto a la pregunta del señor Diputado Brenta, no estamos en 
desacuerdo con que se informatice el Registro Electoral, pero consideramos que hoy existe otra 
prioridad, que es la inscripción cívica. 


También mencionó el Proyecto N* 717, pero solo refería a inversión en equipamiento y no a mano de obra, 
por lo que los Ministros no lo pudieron aplicar. 


SEÑORA VINCL.- Además, existe un problema temporal: el plazo mínimo que la Corte establece en el 
proyecto piloto para poder desarrollar la informatización electoral es de once meses. Nosotros no 
podemos mover hojas electorales en año electoral, o sea que en enero es imposible realizar esa tarea. 
No se realizó y no es tiempo de analizar por qué. Ojalá tengamos una instancia para discutir qué está 
pasando. Tal vez influyan el tiempo, la inercia u otros factores, pero mientras no se llegue a acuerdos 
políticos, vamos a seguir así eternamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión va a analizar los planteamientos que ustedes han realizado. 
Cuando concurra la Corte Electoral discutiremos sobre estos temas. 


La Comisión les agradece su presencia. 

(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de 
Funcionarios Electorales del Uruguay) 

(Ingresan a Sala ex funcionarios de AFE e integrantes de 


COFE) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida a los señores Tito Pérez y 
Alfredo Melinton Parra, ex funcionarios de AFE, quienes concurren acompañados por el señor Leonel 
Revelese, miembro del Consejo Directivo de COFE, y por el señor Alfredo Silva, integrante de la Comisión 
Nacional de Servicio Civil en representación de COFE. 


La Mesa aclara que los integrantes de la Comisión ya tienen el material que ustedes nos hicieron llegar. 


SEÑOR SILVA.- En una breve reseña vamos a tratar de explicar por qué AFE y COFE están juntos, 
porque podría no entenderse. 


Cuando se comenzó a desintegrar AFE, la mayoría de los compañeros fueron redistribuidos en la 
Administración Central, en los organismos del artículo 220 de la Constitución y en otros lugares del Estado. 
Después de muchísimo tiempo y una vez que estos compañeros se integraron a la vida activa de la 
Confederación en cada uno de sus lugares de trabajo y de alguna manera se habían desvinculado de la Unión 
Ferroviaria, COFE asumió la representación de los trabajadores de AFE. Hacemos este planteo ante la 
Comisión porque en el memorándum que la Confederación presentó al Poder Ejecutivo en la negociación 
colectiva, ingresó un artículo para incluir en el proyecto de Rendición de Cuentas que contemplaba a los 
compañeros de AFE. 


Esta es la reseña de por qué COFE y AFE están juntas y el motivo por el cual hoy estamos presentes el 
compañero Revelese, como miembro del Consejo Directivo, y quien habla, en calidad de representante de los 
trabajadores públicos en la Comisión Nacional del Servicio Civil. 


Pretendemos que de alguna manera se encuentre la voluntad real y política para solucionar de una buena vez 
una situación que tiene más de dos décadas y que ha ocasionado serios perjuicios a la mayoría de los 
trabajadores. Evidentemente, aquellos que tuvieron la suerte de ser redistribuidos en las empresas públicas o 
en el banco estatal, no sufrieron perjuicios económicos ni perdieron carrera administrativa, pero esto no le 
sucedió a la mayoría de los trabajadores. 


También tenemos otro problema real y puntual: que el Poder Ejecutivo, desde la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, no cuenta con una información real y acabada en este sentido. El año pasado, en mi calidad de 
representante de los trabajadores públicos, pedí la nómina de los trabajadores redistribuidos y me dijeron que 
eran 292. Cuando esos datos los solicitó un señor Diputado por el departamento de Tacuarembó, se le 
informó que eran 1.729 trabajadores, pero cuando la organización de trabajadores de AFE, conjuntamente 
con la Confederación, hizo un relevamiento con la ayuda de la Oficina de Recursos Humanos de AFE, el 
número de trabajadores en esta situación llegó a 5.000. |11:41:38| Evidentemente, tenemos un problema de 
comunicación. No queremos prejuzgar y pensar que se ha perdido información en el camino y que desde la 
Oficina Nacional del Servicio Civil no se quiere dar información real de la situación de 1985 en adelante, 
cuando desde allí se efectuó la redistribución de los trabajadores. Es el planteo por el cual concurrimos. 


SEÑOR REVELESE.- Antes de que los compañeros que representan a los ex trabajadores de AFE 
ilustren más acabadamente a este Cuerpo, quiero decir que participamos en algunas instancias en el 
interior del país. Ellos están organizados regionalmente, con una presencia diaria muy importante y 
con asambleas realmente multitudinarias, donde se han hecho presentes legisladores, autoridades y 
delegados de todos los partidos políticos, y todos han expresado que contaran con los votos en el 
Parlamento para corregir esta situación, que no acontece en este Período sino que se mantiene desde 
hace varios lustros. 


Está claro que la mayoría de los compañeros de AFE que fueron redistribuidos salvo aquellos destinados a 
organismos recaudadores o a algún ente estatal se vieron hondamente perjudicados. Es decir que hay una 
responsabilidad enorme de la sociedad uruguaya y del Estado en particular; hay una deuda de la democracia 
uruguaya, del Parlamento Nacional, para con estos trabajadores, y hay un desafío planteado de cómo se 
puede corregir esta situación. Reiteramos que la redistribución significó, para la mayoría, enormes perjuicios 
económicos y salariales, y a raíz de ello hay una importante serie de demandas y juicios al Estado por una 
cifra cuyo monto sería asombroso, en caso de que la Suprema Corte de Justicia se pronunciara a favor de los 
trabajadores. 


Entonces, dado que esta situación aconteció en el marco de un proceso de privatización iniciado en el primer 
Gobierno de Sanguinetti, cuyo objetivo principal era desmantelar el ente estatal, y que, lamentablemente, a 
juicio del Movimiento Sindical, los otros Gobiernos continuaron en ese sendero, nos parece que es hora de 
que este Parlamento esté a la altura de las circunstancias y que las palabras enunciadas en grandes asambleas 
donde participan los trabajadores de AFE del interior, los vecinos y los familiares en el sentido de que será 
solucionado rápidamente, se cumplan en esta instancia o, al menos, que se dé una señal política para transitar 
un camino que permita a las siguientes Administraciones resolverlo lo más pronto posible, si ahora no se 
puede. 


Por lo tanto, a juicio de COFE y del Movimiento Sindical, esta reparación debe tramitarse urgentemente en el 
Parlamento, y también corresponde que se aplique a los compañeros que ya están jubilados, así como a los 
parientes, en caso de que tengan herederos. 


SEÑOR PÉREZ.- Agradezco a la Comisión que nos haya recibido para plantear esta situación que nos 
viene perjudicando desde su inicio, en el año 1985, como explicaban anteriormente los compañeros de 
COFE. 


Hemos planteado la necesidad de que este Parlamento ponga fin a la postergación que sufrimos desde 
entonces, en distintos ámbitos, en las Comisiones de Legislación del Trabajo de esta Cámara y de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social del Senado, y hemos logrado instalar una subcomisión de estudio en la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, que entendemos tiene el más alto grado de responsabilidad cuando nos dice que 
no cuenta con la información que habíamos conseguido a través de la Oficina de Recursos Humanos de AFE. 


Tenemos la intención de negociar con todos los partidos políticos; es lo que hemos procurado hasta el 
momento a fin de encontrar una solución. Se trata de una situación preocupante, que ha mantenido 
postergados a miles de compañeros. Conocemos profundamente la magnitud económica que esto tiene y lo 
podemos ver desde dos perspectivas; si es desde el punto de vista legal, se duplica. Por lo tanto, el camino 
que hemos resuelto transitar es el de buscar la negociación para que se solucione sin que se llegue a la vía de 
los juicios legales, que tanto preocupan a este Gobierno que debe enfrentar varias ejecuciones. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil no tiene la información o no la quiere dar, a pesar de que se creó en el 
año 1967 para cumplir con el rol del control de la Administración Pública y de la capacitación, pero 
entendemos que hasta el momento no lo ha cumplido. Tiene una gran deuda con los trabajadores, que 
estamos dispuestos a colaborar para que esto se ordene. Creo que la reforma del Estado debe comenzar por 
un ordenamiento de cada uno de sus organismos, que están desordenados y envejecidos. 


Todos los partidos políticos con los que nos hemos entrevistado han demostrado voluntad política para 
solucionar este tema. Sabemos de su complejidad y estamos dispuestos a colaborar en la medida de nuestras 
posibilidades. Concretamente, hemos mantenido entrevistas con la dirección del Partido Nacional y del 
Partido Colorado y con el actual Gobierno, que ha demostrado interés en remediar esta postergación que se 
viene sosteniendo desde que en 1985 se crearon la Ley N* 15.851 y su decreto reglamentario. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- No me quedó muy claro el dato que brindó la oficina de Recursos 
Humanos de AFE sobre el número de funcionarios. 


Asimismo, quisiera saber el promedio de edad de los funcionarios. Según expresaron, ustedes ven como una 
solución la reincorporación a AFE o el pago por lo que han perdido. 


También me gustaría saber si han tenido alguna entrevista con el nuevo Director de AFE, el señor León Lev. 


SEÑOR PÉREZ.- Son dos cosas diferentes. Hay una gran cantidad de jubilados; muchos fallecieron. 
Por lo tanto, como dice la minuta, es meritorio que se repare esa situación. 


La nómina brindada por Recursos Humanos es de alrededor de cinco mil funcionarios, pero como expresó el 
compañero de COFE, Alfredo Silva, muchos de esos compañeros no fueron lesionados. Por lo tanto, según se 
explica en la minuta, para la depuración de esa nómina se deberían instalar las Comisiones Paritarias. 
Entendemos que es el trabajo que deben realizar las Comisiones instaladas en cada uno de los organismos del 
Estado para solucionar esos problemas. Es claro que de ahí surgirán los números. La nómina primaria de 
Recursos Humanos de AFE ha sido entregada a COFE y a las Comisiones de Trabajo y Seguridad Social de 
esta Cámara y de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado. Habría que cotejar el último sueldo que 
cobró cada uno de los funcionarios a partir de la redistribución con el actual. 


En febrero de este año tuvimos una entrevista con la Subcomisión, que estaba integrada por la doctora 
Santisteban, por Sánchez y por la doctora Bayac, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En esa 
ocasión sugerimos, para dirimir el tema, que se solicitara ese informe a los centros en donde estamos 
redistribuidos actualmente, pero eso hasta el momento no se ha hecho. 


Este tema se volcó en las Juntas Departamentales de Paysandú y Salto. Entonces, en la Junta Departamental 
de Salto se instaló una comisión para estudiar el problema de AFE, por medio de la cual se logró conseguir la 
nómina en Recursos Humanos. El mes pasado estuvimos de visita por ese departamento y le solicitamos a esa 
comisión que volviera a trabajar en el tema y analizase la posibilidad de conseguir los datos actuales con que 
cuente la Administración Ferrocarriles del Estado. 


Por otro lado, nosotros estamos seguros de que la información relativa a AFE se encuentra en la Oficina 
Nacional de Servicio Civil; tal vez no haya sido informatizada con el tiempo pudo haber quedado en el olvido 
y por eso la Oficina dice que no cuenta con ella, pero nosotros decimos que la debe tener. 


Con respecto a la última pregunta, quiero manifestar que no hemos mantenido ninguna entrevista con el 
nuevo Director de AFE. 


SEÑOR SILVA.- Nosotros, como movimiento sindical y confederación, entendemos que la 
reivindicación que traemos al Parlamento es, ni más ni menos, la más justa que se podría lograr para 
saldar situaciones muy particulares. Hay personal excedente que tiene más de sesenta años de edad y 
gana menos de $ 2.000. Eso significa que se jubilarán con aproximadamente $ 1.000. 


Nos parece que este Parlamento debería buscar una solución real a través del diálogo con los trabajadores y la 
Confederación, para evitar los juicios. Si hacemos una estimación de los juicios en los que están embarcados 
los trabajadores, podríamos decir que el Estado estaría perdiendo más de US$ 250:000.000, teniendo en 
cuenta que cada uno recibiría US$ 50.000. Evidentemente, esto sería un perjuicio para el Poder Ejecutivo, y 
los trabajadores tienen la voluntad de negociar. Pensamos que después de veinte años de haber destrozado un 
organismo hay gente a la que se le puede reparar. Pero respondiendo a la pregunta de la señora Diputada, 
quiero decir que hay compañeros que tienen menos de cincuenta años de edad y consideramos que en el 
próximo proyecto de AFE pueden ser reincorporados. Creo que lo que debe haber es voluntad política real 
para discutir y valorar el terreno en que estamos parados los trabajadores y el Estado. Así se podría hacer una 
negociación que efectivamente redundara en beneficio de ambas partes. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Mi pregunta iba dirigida, precisamente, a la reestructura que AFE 
está pensando llevar a cabo y a la posibilidad de reactivación. Creo que debido a la experiencia y a la 
formación que tienen muchos de los funcionarios, máxime teniendo en cuenta su edad, su 
reincorporación puede ser algo muy factible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros vamos a considerarlo, pero honestamente quiero decir que quedan 
dieciocho o veinte días para que culmine el tratamiento de esta Rendición de Cuentas y nos faltan 
muchos datos para encontrar soluciones, aunque ustedes dicen que en la Oficina Nacional de Servicio 
Civil se conformó una comisión para estudiar este tema pero. Además, no tenemos un costeo y 
nosotros, como Parlamento, no tenemos la posibilidad de incrementar determinados gastos sin 
iniciativa del Poder Ejecutivo. 


De todos modos, quiero decir que este tema ha sido de mucha sensibilidad para muchos señores Diputados, 
por lo que vamos a hacer todo lo posible para encontrar caminos de solución. 


SEÑOR SILVA.- Nosotros entendemos que el tiempo de que dispone la Comisión es muy acotado, pero 
lo que pretendemos es que, por lo menos, se incluya una minuta que permita que el Poder Ejecutivo y 
los trabajadores se sienten a discutir. No pretendemos que el tema se solucione este año ni el próximo, 
pero queremos que en la última Rendición de Cuentas del Período habilite la discusión entre los 
trabajadores y el Estado para solucionar una deuda que el país tiene con esta gente que ha brindado 
parte de su vida al servicio del Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa puede ser una de las salidas. 


SEÑOR REVELESE.- Quiero complementar las palabras de nuestro compañero Alfredo Silva, 
representante de los trabajadores estatales en la Oficina Nacional del Servicio Civil 


La precisión que quiero realizar refiere a las reflexiones que hizo el señor Presidente de la Comisión. 


En COFE hemos visto que ninguna de las Administraciones de los distintos Gobiernos que van desde 1985 a 
la fecha, a nivel de la Oficina Nacional del Servicio Civil, tuvo el ánimo, la impronta, el coraje ni la voluntad 
política para encarar el tema tal como lo requería, ya que había que dar cumplimiento a las normativas 
legales votadas por este Parlamento, que establecían que nadie podía tener pérdidas salariales. No hubo 
voluntad política de esas Administraciones en ese sentido. En esta Administración hay una sintonía un tanto 
mayor, en la medida en que la comisión mencionada ha funcionado. Pero también somos críticos en cuanto a 
su funcionamiento, porque nos parece que no ha tenido el protagonismo que debería, ya que era obvio que 
esto iba a tener un costo. 


Lo que quiero plantear al igual que el señor Silva es que debe haber una norma que dé una señal para trabajar 
a través de paritarias, tomando el tema como debe ser. También somos críticos con esta Administración en 


este caso, porque en el grupo A de negociación de COFE con el Gobierno no han sido receptivos al planteo. 
(Se retira de Sala la delegación de COFE y ex funcionarios de AFE) 
(Ocupa la Presidencia la señora Representante Peña Hernández) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios Registrales del Uruguay) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión tiene el agrado de recibir a los escribanos Jorge Pérez y 
Héctor Cócaro, al doctor Carlos Crocce y a los señores William Gaso y Luis Borges. 


SEÑOR CROCCE.- La Dirección General de Registros está encarando un proceso de digitalización 
total del servicio con el propósito de disponer de una base de datos única en todo el país. Las ventajas 
de disponer de esta base de datos son incalculables, no solo para los particulares y quienes usan la 
información registral, sino para el Estado. El hecho de tener la información de todos los bienes del 
país, saber quiénes son sus dueños, conocer datos sobre los bienes de las personas, etcétera, es algo muy 
importante. La potencialidad de disponer de esa base es incalculable. 


La Dirección General de Registros tiene prácticamente todo para realizar este trabajo: software, 
infraestructura, hardware, tendidos de redes, están todos los departamentos en línea, pero lo único que nos 
falta ¡oh detalle! es digitalizar los asientos que tenemos ahora. Tenemos todo digitalizado desde 1998 a la 
fecha porque en ese momento empezó el proceso. Pero de 1998 hacia atrás está todo en libros y no está 
disponible en todo el país. Si yo voy a Artigas y quiero consultar por un bien de Montevideo, que tuvo una 
traslación de dominio de 1998 a la fecha puedo hacerlo, pero no puedo saber nada de lo que pasó antes de 
1998. O sea que unas dos terceras partes de las propiedades del país están fuera de esa base de datos porque 
no han recibido modificaciones o traslaciones de dominio en los últimos diez años. 


Nosotros queremos apoyar a la Dirección General de Registros en esa digitalización, pero se necesitan horas 
hombre. Hay más de un millón de inscripciones que hay que digitalizar; inclusive, se ha calculado el tiempo 
que llevaría todo el proceso. Queremos hacer el trabajo con funcionarios registrales porque tuvimos una 
experiencia en Maldonado, con la contratación de una empresa privada, pero la digitalización fue desastrosa. 
La base de datos de Maldonado es una vergúenza; está plagada de errores. Inclusive, hemos tenido que pagar 
sentencias abultadas por errores ocasionados en hipotecas mal volcadas, secciones catastrales incorrectas, 
parajes equivocados, etcétera. Los funcionarios registrales sabemos lo que hacemos y somos capaces de 
digitalizar esta base de datos; para ello, necesitamos rubros. 


Nosotros hemos traído una propuesta, que figura en la primera hoja del repartido. Proponemos un aditivo por 
el cual el dinero que proviene de los convenios que la Dirección General de Registros realiza con otras 
instituciones se pueda destinar a esos fines. Actualmente, rige el artículo 300 de la Ley_N* 17.296 que destina 
la mitad de ese dinero a la promoción social de los funcionarios y la otra mitad a gastos de funcionamiento. 
Prácticamente, la Dirección General de Registros no utiliza hoy esos rubros porque no le da el año para 
usarlos; no es mucho dinero, se trata de US$ 350.000. Sin embargo, sería maravilloso si se volcara ese dinero 
para pagar horas extra a los funcionarios registrales con el fin de que digitalicen la base de datos. En nombre 
de los funcionarios, nos comprometemos a que si nos dan los rubros para pagarlos en horas extra, en 2009 
nosotros podremos digitalizar el 90% de las bases. Podríamos dejar fuera algunos registros muy complicados 
como Pando o Rocha, porque hay una impresionante cantidad de libros para volcar, con registros que tienen 
fraccionamientos grandísimos, donde cada padrón puede tener miles de solares. 


De todos modos, si nos dan los rubros para pagar esas horas extra, nos comprometemos a digitalizar todo el 
servicio en un año. De esa manera, se podría contar con esa base en todo el país. Sería maravilloso. Cualquier 
escribano podría ir a Artigas por ejemplo e ingresar documentos de Cerro Largo y el registrador podría mirar 
en la base de datos si efectivamente el que vende es el dueño. Inclusive, se podría prescindir de los gestores y 
de todo ese tipo de trámites que hoy complican la contratación de un profesional y la encarecen. 


Esto sería muy importante también para el Estado porque podría disponer de una vista real de quiénes son los 
dueños de los bienes, cuánto costaron, cómo se compraron o a quién. El cruzamiento de datos a que se puede 
llegar sería enorme. Esta es nuestra propuesta central. 


Por otra parte, tenemos dos preocupaciones que surgen de algo que se ha incluido en el proyecto del Poder 
Ejecutivo. Me refiero al artículo 13, por el cual habría una prohibición de los funcionarios de hacer gestiones 
en los propios organismos donde trabajan. En principio compartimos la filosofía de la norma, pero habría que 
pensar en los escribanos de los registros públicos. Nosotros tenemos ciento setenta escribanos y con esta 
norma prácticamente tendrían que dejar de ejercer, con la pérdida total de los aportes jubilatorios, etcétera. 
Pretendemos que se introduzca alguna excepción que contemple la situación de esos compañeros. Nosotros 
proponemos un texto en el repartido que no tiene por qué ser ese para que se contemple. Reitero: si no se 
modifica este artículo 13, los ciento setenta escribanos estarían impedidos de ejercer su profesión liberal. 


Nuestra última preocupación refiere al artículo 16 del proyecto del Poder Ejecutivo, que habla de la 
salarización de los proventos. A efectos de tener cierta protección legal ante la discrecionalidad del Poder 
Ejecutivo en el momento que se nos aplique esta norma si así lo resuelve, nos gustaría contar con alguna 
cláusula que dijera por ejemplo que no vamos a tener pérdida salarial, o que se va a salarizar de acuerdo a 
determinados promedios. Es decir, pretendemos algo que nos permita tener un marco de tranquilidad a la 
hora de negociar con el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ASTI.- Ya hemos recibido inquietudes acerca del artículo 13 de parte de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay. Es un tema que vamos a analizar. 


Si bien se prevé en el artículo que la reglamentación puede hacer exclusiones, creemos que deberíamos hacer 
alguna precisión en la norma. Cuando nos reunamos con el Ministerio de Educación y Cultura del que 
depende la Dirección General de Registros haremos las observaciones del caso. Lo tendremos en cuenta. 


SEÑOR CROCCE.- Olvidé decir que con respecto al artículo de los proventos, la Dirección General de 
Registros comparte totalmente este destino. Inclusive, nos dijo que no tenía problemas en venir a la 
Comisión para defender ese artículo y la conveniencia de que el "volcado" lo hagan los propios 
funcionarios registrales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos vuestra visita. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios Registrales del Uruguay) 


(Ingresa a sala la delegación del Movimiento de Juventud Agraria) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación del Movimiento de Juventud Agraria, integrada por el 
Presidente, Oscar García, la señora Claudia Olivar y los señores, Freddy Martínez y Elmer Rodríguez. 


SEÑOR GARCÍA.- Antes que nada, queremos agradecer que nos hayan recibido. 


Nosotros integramos el Consejo Directivo del Movimiento de Juventud Agraria, que es una institución que 
hace sesenta y tres años está trabajando con jóvenes del medio rural. Fue creada por la Asociación de 
Ingenieros Agrónomos del Uruguay en el año 1945. 


La sede natural de estos jóvenes son las escuelas rurales. Nosotros tratamos de afincar al joven y a la familia 
en el medio rural, que es el que nos da la posibilidad de trabajar y nutrirnos de los productos; no queremos 
que se vayan. 


Hacemos un trabajo de capacitación y de formación del joven, según lo que requiera y también desde hace 
muchos años del niño, por medio de la huerta escolar. Nosotros no imponemos cosas; simplemente 
trabajamos en base a las inquietudes de los jóvenes. A su vez, a través del joven, apoyamos al núcleo familiar. 
Tratamos de dar impulso al entorno familiar, que es algo que se ha perdido en el medio rural, para que la 
familia esté integrada y ese joven no tenga necesidad de emigrar de su zona. Por suerte, en donde está 
trabajando el Movimiento ese objetivo se ha venido cumpliendo muy bien. 


Lo que hoy nos trae aquí es contar con más recursos para poder llegar a más jóvenes que no tienen la 
asistencia de nuestra Institución. Pedimos que se fortalezca la partida que recibimos para poder llegar a más 
jóvenes, para que no se vengan a la ciudad y dejen de producir alimentos que son fundamentales para el país. 


En el material que hemos entregado solicitamos un incremento de la partida que recibimos, que cada vez nos 
da para menos cosas, pues han aumentado los salarios y los insumos que utilizamos a diario para trabajar con 
los jóvenes. No tenemos recursos para integrar a más jóvenes, ni para brindarles más posibilidades a los que 
hoy día están trabajando con la institución. 


Hemos firmado convenio con algunas Intendencias, por ejemplo con la de Maldonado, con la que vamos a 
empezar a trabajar. Pero son muy pocos los recursos con los que contamos para poder desarrollarnos como 
quisiéramos dentro de ese departamento. También estamos trabajando en Florida, pero no podemos llegar a 
una zona de ese departamento en la que existe mucha juventud debido a los escasos recursos que tenemos. 
Podríamos enumerar otros departamentos en los que estamos trabajando y nos gustaría llegar a más jóvenes 
porque ellos así lo requieren, pero no podemos crear falsas expectativas en los jóvenes de esas zonas para que 
se queden en el medio rural sin contar con los recursos. 


Por lo expuesto, solicitamos ampliar esa partida con $ 30.000 mensuales para dar cumplimiento a lo que hoy 
ya tenemos. Queremos ampliar nuestro radio de acción para dar cobertura a más jóvenes de distintas zonas 
para mantenerlos, como decíamos, en la zona rural. Quiero aclarar que con lo que estamos recibiendo no 
podemos hacer más. 


Hay gente que está esperando que contemos con esos recursos para integrarse a nuestro trabajo y quedarse en 
el medio rural. Esa es la razón por la que hoy estamos haciendo este pedido. Creemos que el monto que 
pedimos es mínimo, pero para nosotros es muy importante. Tratamos de hacer todo lo que se pueda. No 
queremos tirar como se dice vulgarmente en el medio rural manteca al techo, sino simplemente dar 
cumplimiento con lo que el joven realmente necesita para quedarse afincado en el medio rural. Nosotros 
hacemos un control muy importante de la distribución de los recursos y un seguimiento en cada uno de los 
departamentos con un extensionista, que trabaja pura y exclusivamente en ese lugar para estar con los 
jóvenes y tratar de que esos recursos se distribuyan de la mejor manera. Esto es lo que realmente ellos 
necesitan. 


SEÑOR GANDINIL- La delegación seguramente conoce que en el Inciso 21, "Subsidios y 
Subvenciones", del proyecto que tenemos a consideración, el artículo 399 prevé una partida adicional 
de $ 9:000.000, a efectos de subsidiar Organizaciones No Gubernamentales vinculadas a la educación. 


La organización que ustedes representan tiene un componente educativo y formativo muy importante, que 
creo es central, más allá de que es educación no formal, pero es el que le cabe a todas las Organizaciones No 
Gubernamentales. Determinar qué es una Organización educativa No Gubernamental, es determinar si 
desarrolla planes y programas de educación no formal. El Movimiento de Juventud Agraria así lo hace y 
realiza un buen aporte en esa materia. 


En el mencionado artículo se prevé con los $ 9:000.000 un aumento proporcional para todas las 
organizaciones de esas características. Deberemos determinar en Comisión cuáles de todas las partidas que 
están incorporadas en los artículos 445 y 446 de la Ley de Presupuesto y sus modificaciones son educativas, 
a qué monto asciende el total y cómo se distribuyen proporcionalmente estos $ 9:000.000, si es que no tienen 
otro destino. Dentro de ese concepto, la Comisión tiene potestades de estudiar esto y creo que en algún 
momento deberemos hacer una suerte de Subcomisión para dedicarnos al tema de estos fondos y ver cómo se 
van a distribuir, si se hará exactamente con esta proporción o de alguna otra manera que el Parlamento 
entienda pertinente. De todos modos, aquí hay una previsión genérica, y nos quedamos con la idea de que 
ustedes están solicitando aproximadamente unos $ 350.000 anuales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 
SEÑOR GARCÍA.- Los agradecidos somos nosotros. 
Simplemente, queremos decir que estamos trabajando para mantener a la juventud en el medio rural y que si 


quienes estamos acá seguimos en el campo ha sido porque esta Institución nos ayudó. Por tanto, hoy estamos 
volcando precisamente esa experiencia y ese apoyo a los jóvenes que están en el campo. 


(Se retira de Sala la delegación del Movimiento de la Juventud Agraria) 


(Ingresa a Sala una delegación del Movimiento Nacional de Usuarios de Salud Pública y Privada) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Buenos días. La Comisión de Presupuestos da la bienvenida a la delegación 
del Movimiento Nacional de Usuarios de Salud Pública y Privada, integrada por la señora Lilián 
Rodríguez y por los señores Luis Alberto Gardiol y Nelson Sena) 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- No sé si todos saben qué dimensiones tiene esta organización que 
representamos. Por ello, quisiera comentar que hoy somos tres mil quinientos integrantes que estamos 
trabajando en setenta y seis localidades de todo el país. Se trata de una organización social que incluye 
a todos los habitantes de este país, que trabaja en pos de la salud como un derecho humano esencial. 
Desde el año 2005, en que empezamos a trabajar, hemos llegado hasta acá financiándonos con rubros 
de cada uno de nosotros, porque entendimos que esta era una organización que iba a defender a todos 
los ciudadanos y a desarrollar un papel fundamental en esta etapa del país. Sin perjuicio de ello, hoy 
llegamos acá con una propuesta de carácter económico. 


SEÑOR SENA.- Soy Presidente del órgano coordinador nacional del Movimiento Nacional de Usuarios 
de Salud Pública y Privada. 


Más allá de los postulados que enunciaba la compañera, nuestra tarea va un poco más allá, inclusive, de esta 
etapa concreta, en la que a través de algunas leyes que se han promulgado tendremos representación en 
distintos niveles, por ejemplo, en los Consejos Departamentales de Salud, en los Consejos Consultivos y 
Honorarios, en la Junta Nacional de la Salud y en la Dirección de ASSE. 


Por lo tanto, nuestra organización social va a estar vinculada directamente con el Gobierno con el actual y 
con los siguientes en algunos aspectos, pero nuestra tarea, que es de difusión y trabajo en todo lo relativo a la 
salud, tiene algunas deficiencias. Lo digo porque si bien nuestro estatuto prevé que somos todos miembros 
honorarios, el funcionamiento de esta organización debería tener algunos elementos financieros resueltos. 


En nuestro caso, podemos decir que no tenemos sede propia ni personal a cargo. Nuestro trabajo es hecho en 
forma honoraria, salvo un aspecto relacionado con el Inciso 12 del artículo 281, Unidad Ejecutora 003 
"Dirección General de la Salud", que financia algunas acciones de nuestro Movimiento como, por ejemplo, el 
hecho de estar hoy acá o promover la formación de compañeros durante el próximo fin de semana a fin de 
que se preparen para integrar los Consejos Consultivos Nacionales Honorarios. 


Nuestra idea es que uno o los dos elementos que presentamos en la propuesta sean considerados y que 
tengamos alguna respuesta positiva sobre ellos. En términos generales, ese es nuestro planteo y quisiéramos 
que la Comisión nos hiciera saber en cuáles aspectos podemos profundizar para que este desempeño pueda 
llegar a buen término. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Evidentemente, ustedes deben tener en trámite, o ya concedida, la 
personería jurídica para actuar. Ese es un trámite importante, que si no lo han hecho lo van a tener 
que hacer. 


Ustedes dicen que cuentan con tres mil quinientos afiliados. También es importante conocer cómo se hizo esa 
afiliación. 


Asimismo, solicitan una ayuda económica. Habría que ver cuánto es lo que necesitan y si el Parlamento lo 
puede incluir en los subsidios o subvenciones que este otorga. Me parece que tendrían que estar a nivel de 
Salud Pública. Esta es una de las dudas, que conversaremos luego en la Comisión. No sé si ustedes ya lo han 
hablado con el Ministerio de Salud Pública, si les han dicho que no pueden incorporarlos y por eso se 
encuentran hoy aquí. De todos modos, reitero, tengo mis dudas acerca de si pueden ser incluidos dentro de 
los subsidios y subvenciones que otorga el Parlamento. 


Por ello, me gustaría que me respondieran si tienen claro a través de dónde pueden recibir esa ayuda 
económica, y si cuentan con los requisitos legales para ser ayudados por el Estado. 


SEÑOR SENA.- Nosotros presentamos un pequeño repartido para información de todos ustedes. 
Quería comentar que hemos hecho el trámite como asociación civil. 


En el repartido presentamos dos propuestas: una, está vinculada con la ampliación de la Unidad Ejecutora 
que corresponde dentro de ASSE, que subvenciona algunos aspectos relacionados con nuestros movimientos; 
la otra propuesta está relacionada con lo que planteaba el señor Diputado González Álvarez sobre 
subvenciones, y pedimos ser atendidos en ese aspecto. La idea es que recibamos ayuda económica por parte 
del Parlamento para desarrollar nuestra tarea en todo el país y para contar con distintos elementos 
organizativos a efectos de defender la salud en todos los ámbitos, tanto a nivel público como privado. 


Por ese motivo, mucho nos importan estos Consejos Consultivos y Honorarios establecidos en el decreto 
promulgado hace muy pocos días. Vamos a trabajar en la salud pública y privada, también a nivel de todo el 
país, defendiendo a todos, pero no como los únicos, porque si bien la organización es de 3.500 afiliados, en 
este país existen 3:500.000 usuarios. No obstante, como en todas las actividades sociales, las sensibilidades 
son las que arriman a los hombres a distintos postulados, y en eso estamos nosotros. 


SEÑOR MUJICA.- Estamos analizando la posibilidad de plantear al Ministerio de Salud Pública la 
integración de la propuesta que ustedes hacen en el artículo 281. En realidad, se ampliaría una 
facultad, por lo que, en principio, parecería que no habría inconveniente, por lo menos, en discutirlo 
con el Ministerio de Salud Pública para que se resuelva. 


SEÑOR GAMOU.- Ingresando un poco al fondo del asunto, creo que es bueno que el Estado 
promocione estas actividades en Uruguay. Nosotros tenemos una vieja tradición de agremiarnos como 
trabajadores, como estudiantes, algunos como patronales, y como partidos políticos, pero creo que una 
de las patas que está faltando es la de la agremiación de los ciudadanos como consumidores o, en este 
caso, como usuarios. Eso es lo que puede dar fuerza. 


Por lo tanto, ingresando al fondo del asunto, tanto sea por el lado que plantea el señor Diputado Mujica o por 
el que plantean ustedes a nivel de una subvención, creo que esta Comisión debe hacer un esfuerzo para 
asegurar que esto no sea un grito a la bandera sino que resulte efectivo. En ese sentido, rescato lo que decía el 
señor Sena en cuanto a que serán 3.500 los afiliados a esto, pero se va a bregar por los derechos de más de 
tres millones de uruguayos. 


SEÑORA ONTANEDA.- Lo que figura borrado con una línea en el documento que nos entregaron me 
presenta una duda, porque realmente no será cualquier usuario el que realizará este tipo de trabajo, 
sino los que están dentro de la agrupación. Se quitan las expresiones: "representantes de las 
organizaciones de usuarios" y "de interés para dicha Secretaría de Estado". Me parece que el tema no 
estaría tan comprometido si se sacara la expresión: "de interés para dicha Secretaría de Estado". Digo 
esto porque quizás ustedes tienen otros eventos que son locales o regionales y no están referidos a la 
Secretaría de Estado, pero sí los tienen que hacer. No veríamos tan preocupante ese tema, pero sí nos 
inquieta que se exprese, a título expreso, que se trata de cualquier usuario. 


En el artículo se establece: "[...] en que incurran los representantes de las organizaciones de usuarios [...]" y 
aquí se propone quitar la expresión: "los representantes de las organizaciones". 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- En realidad, se establecería para nuestra organización de usuarios, porque 
el Ministerio de Salud Pública solo reconoce a una organización de usuarios. Es más: nos invitó a que 
debía ser solo una organización de usuarios. Por eso, tal vez sea así, para nuestra representación. Pero 
si bien este inciso habilita a la DIGESA a darnos apoyo económico, no nos da independencia y 
autonomía económica. Por ese motivo, pedimos estar dentro de las subvenciones que se otorgan a las 
organizaciones sociales, que se nos incluya en esa partida ampliatoria de US$ 9:000.000 que se destina 
a las organizaciones sociales. De esa forma, podremos tener autonomía, porque este Inciso nos deja 
siempre a la voluntad de la DIGESA; esos rubros los va a administrar la DIGESA y no vamos a tener 
autonomía. 


No obstante, esa subvención no será suficiente, porque esta organización está creciendo a pasos agigantados 
en virtud de que tenemos sesenta días de plazo, por ley, para instalar los Consejos Consultivos y Asesores en 
todo el país. Por ese motivo, nuestra organización está teniendo un desarrollo muy grande, que no podemos 
seguir manteniendo con nuestros costos. Somos una organización que se mantiene con sus integrantes, hasta 
el día hoy; así, hemos llegado a 3.500 afiliados. De aquí en más, dado que los tiempos apremian, necesitamos 
tener otro apoyo económico para los traslados; los compañeros que vienen a Montevideo, deben ser alojados. 
Este fin de semana, por ejemplo, tenemos talleres de capacitación y vendrán ciento quince compañeros de 
todo el país, a los que habrá que darles alojamiento y comida. Hay gente muy humilde en esta organización, y 
para que realmente sea democrática la participación, necesitamos tener ayuda económica. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- No conozco los estatutos de la organización que representan, por lo 
que no sé si allí está previsto que los afiliados paguen alguna cuota o realicen algún tipo de 
colaboración. Esa es una consulta que quiero plantear. 


SEÑOR SENA.- Está previsto en nuestro estatuto. En el repartido que hemos entregado se establece 
que somos la Asociación Civil N” 40/2008 es el proceso que llevamos adelante; al inicio de la Comisión, 
entregamos un estatuto tipo. Pido disculpas si no les llegó a todos los señores Diputados. Nosotros, 
como parte de la documentación, habíamos entregado un estatuto y también un listado de afiliados. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Tenemos un CD que entregaron. 


SEÑOR SENA.- Está previsto en el estatuto que cada uno de los afiliados pague una cuota social. 
Ahora, en los aspectos organizativos y del desarrollo, tener un lugar físico y administrar dineros, 
considerando que se posibilitará que alguno de los integrantes del Movimiento Nacional de Usuarios 
sea nombrado para uno de los cargos de la Junta Nacional de la Salud, implica contar con una 
infraestructura mínima para que esos compañeros trabajen en forma adecuada. Para poner un 
ejemplo, los delegados de todas las mutualistas y hospitales de Montevideo, de todas las policlínicas de 
Montevideo, sin contar el área metropolitana y sin pasar el Río Santa Lucía, deben tener formación, 
contar con ciertos elementos, poder reunirse y defender los conceptos de salud que nosotros tenemos. 
Ahora, si extendemos eso al kilometraje del país recorrido y a los distintos departamentos abarcados, 
advertiremos que los $ 10 que ponemos todos resultan una cantidad ínfima. Por eso pedimos vuestra 
aquiescencia sobre la propuesta. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Había preguntado anteriormente cuánto implicaría la partida 
económica que creen que debemos incluir. 


SEÑOR SENA.- En el repartido que hemos entregado expresamos en el penúltimo párrafo: "A fin de 
garantizar el funcionamiento del Movimiento Nacional de Usuarios de la Salud Pública y Privada y 
cumplir con el espíritu de las leyes de la Reforma de la Salud podría disponerse un artículo con el 
siguiente tenor: 'Asígnase, a partir de la promulgación de la presente ley, una partida anual de $ 
2:000.000 (dos millones de pesos uruguayos), para el Movimiento Nacional de Usuarios de la Salud 
Pública y Privada, asociación civil N* 40/2008, vinculada a la salud, a fin de cumplir con lo establecido 
en las leyes 18.131 de 31 de mayo de 2007, 18.161 de 29 de julio de 2007 y 18.221 de 8 de noviembre de 
2007'". Esa sería nuestra propuesta. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- He hecho algunas preguntas, a pesar de que pueden estar en el 
material entregado, por el hecho de que ese documento no se adjunta en la versión taquigráfica. 
Entonces, lo importante es que sea expresado por ustedes, porque eso es lo que queda registrado en la 
versión taquigráfica, que después será enviada al Ministerio de Economía y Finanzas y a otros 
organismos. Por eso es que pregunté algunas cosas que ya había leído, porque no se incorpora lo que 
viene escrito sino lo que ustedes manifiestan en este momento. 


SEÑOR SENA.- Muchas gracias, señor Diputado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchísimas gracias a la delegación. Gracias por la aclaración del artículo 
281; no me quedaba muy claro por qué lo pedían aparte y aquí lo han explicado. 


(Se retira de Sala la delegación del Movimiento Nacional de Usuarios de Salud Pública y Privada) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Intergremial Universitaria, del Hospital de Clínicas y de la Agremiación 
Federal de Funcionarios de la UDELAR AFFUR) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Damos la bienvenida a la delegación de funcionarios de la UDELAR, 
integrada por el doctor Jorge Venegas, el contador Hugo Martínez, el señor Jorge Taborda, la señora 
Virginia Villalba, estudiante; el señor Alfredo Peña, la señora María Hernández, el señor Diego Alonso, 
por UTHC, y el enfermero Alfredo Alemán, de la Comisión Directiva del Hospital de Clínicas. 


SEÑOR ALONSO.- Gracias por recibirnos. 


Quiero informar que aquí hay representantes de toda la intergremial universitaria del orden docente, 
egresados, estudiantes, Hospital de Clínicas y AFFUR. 


Venimos a plantear nuestra posición con respecto al distribuido que se hizo previamente, donde la 
Universidad de la República elevó una solicitud de US$ 1.240:000.000 mientras que vemos una asignación 
presupuestal por parte del Gobierno de US$ 540:000.000. Esta es una diferencia significativa que 
compromete el accionar y el desarrollo de la Universidad en todas sus Facultades y en todos sus programas 
de desarrollo. De los US$ 540:000.000 directamente incrementales entendemos que son solamente US$ 
293:000.000 los que tiene disponibles la Universidad de la República para realizar acciones. Y, por otra parte, 
también se congela el rubro del artículo 476 en su literal a), ya que se lo incluye en la partida referida. 


En el pedido que hacía la Universidad de la República, US$ 500:000.000 estarían vinculados 
fundamentalmente al desarrollo de la carrera funcional, docente y no docente; US$ 100:000.000 al Hospital 
de Clínicas, aproximadamente US$ 200:000.000 a la reforma universitaria, y el resto para el desarrollo de los 
servicios. Entendemos que esta diferencia no va a permitir que la Universidad desarrolle la reforma 
universitaria que tiene planteada, la transformación de la Universidad hacia las necesidades del país. 
Tampoco va a permitir que el Hospital Universitario complete su transformación y situarse como un hospital 
de referencia nacional dentro del Sistema Nacional Integrado de Salud, concentrando la alta tecnología, 
disponiéndola al servicio del conjunto de la población. Como vemos, la diferencia es notoria. Estamos 
hablando de casi un tercio entre lo que la Universidad solicita y lo que envía en su Mensaje el Poder 
Ejecutivo. 


Por otra parte, sin duda que los contenidos salariales de esta propuesta se verían sustancialmente afectados, 
perdiendo cada vez más la capacidad competitiva que la Universidad pueda tener con el resto del sistema 
público, con salarios a la baja que muchas veces no permiten retener a los trabajadores más calificados. 


En cuanto al Hospital de Clínicas, si distribuyéramos la partida del Poder Ejecutivo en los mismos 
porcentajes que la planteada por la Universidad de la República, el Hospital no podría completar su 
estructura y no se podrían crear los cargos imprescindibles para desarrollar nuevos servicios, a fin de dar 
viabilidad a las transformaciones que tiene planteadas. 


Asimismo, en cuanto a la reforma universitaria, la misma no podría estar llevándose adelante con las partidas 
que se le asignan. 


En términos generales, reconocemos que hay un crecimiento del Producto Bruto Interno del país y también 
del Presupuesto para la educación en términos absolutos en estos años. Sin embargo, términos relativos, es 
decir, con referencia al Producto Bruto Interno, el Presupuesto de la Universidad incide menos que lo que lo 
hacía en la Ley de Presupuesto de esta Legislatura. Es decir, en términos de la riqueza disponible, la 
Universidad va a incidir menos en la Ley Presupuestal, y eso nos parece importante a la hora de estar 
discutiendo estas cuestiones, y de aumentar los esfuerzos para tratar de completar o acercarnos lo más posible 
a las necesidades de nuestra institución y de los trabajadores. 


Desde el punto de vista salarial, con la actual Rendición de Cuentas, en algunos casos los trabajadores 
tendríamos pérdida real de salario. Un salario de ingreso en la Universidad de la República representa 
actualmente $ 8.448, en un cargo de treinta y seis horas. Si de la partida incremental de US$ 293:000.000 
porque US$ 205:000.000 vienen con destino a inversiones destináramos el mismo porcentaje que solicita la 


Universidad, globalmente podríamos tener un aumento cercano al 7%. Asimismo, contamos con un sistema 
de cobertura de salud que hasta el momento no tenía aportes, pero por el cual empezaríamos a aportar a partir 
del FONASA. Es decir que si a ese 7,1% le descontamos el 6% que empezaríamos a aportar por el FONASA, 
estaríamos hablando de que, en términos nominales, un trabajador de la Universidad de la República podría 
recibir $ 56 de aumento, con lo cual, claramente, la reestructura planteada en la Universidad, el desarrollo de 
la carrera funcional, la dignificación del trabajador universitario son objetivos que se verían altamente 
comprometidos. Pero además de eso, hasta ahora, por nuestro sistema podemos recibir hasta dos cuotas 
adicionales, y en ese caso, si descontarámos el valor de una cuota que debería empezar a pagar el 
funcionario, ya estaríamos entrando en pérdida de salario real. Asimismo, si lo tomamos sólo asignando una 
cuota y media, como podría ser en el caso del reparto solidario, estaríamos hablando de que significaría una 
rebaja real de $ 1.743 en un salario de ingreso a la Universidad de la República, de acuerdo con el desarrollo 
presupuestal planteado y la aplicación de un aporte en un nuevo sistema solidario, que entendemos pero que a 
nosotros se nos transforma en una disminución real del salario dado que hasta ahora no teníamos aportes de 
ningún tipo. 


Además, tenemos un convenio firmado por el Poder Ejecutivo, por el que se comprometió en términos reales 
a que percibiríamos un 1% y un 2% adicional con respecto a la recuperación pactada anteriormente. Nosotros 
creemos que si no hay rubros que permitan un desarrollo mayor que se acerque a los pedidos presupuestales 
de la Universidad, este convenio estaría en riesgo de cumplirse, dado que de mantenerse esta situación no 
podría haber aumento o recuperación del salario con respecto al período pasado. 


Asimismo, más allá de esto nos preocupa la apuesta de la institución para servir a la investigación y al 
desarrollo del país, a fin de seguir aportando al crecimiento productivo del Uruguay y dar satisfacción tanto a 
las necesidades de los usuarios en cuanto al sistema de salud, como también a la población en general y a 
estudiantes a través de la extensión universitaria. Creemos que con la actual diferencia planteada en esta 
Rendición de Cuentas no podremos resolver los planteos de transformación que tenemos para llevar adelante 
y, Sinceramente, estaríamos perjudicando al conjunto de la población al no lograr lo que la Universidad está 
obligada a brindar para que se desarrolle. 


SEÑOR GANDINLI.- A los efectos de quedarnos con todos los datos, quisiera saber cuál es la diferencia 
global entre lo que solicita el mensaje de la Universidad de la República y el que envía el Poder 
Ejecutivo. 


(Murmullos) 


———Me dicen que hay una diferencia de $ 700:000.000, que habría que financiar para hacer lugar a lo que se 
pide en el presupuesto universitario. 


SEÑOR PEÑA.- En esa partida de $ 1.240:000.000 nosotros también incluimos la creación de nuevos 
cargos, que en este momento es crucial para la institución, ya que se encuentra en una etapa de 
desarrollo, pues debido a los incrementos que hubo presupuestales y demás se están encarando y 
desarrollando otro tipo de actividades, tanto el Hospital Universitario como trabajos en el interior, 
etcétera, en todas sus funciones: investigación, extensión y demás. Por lo tanto, resulta imprescindible 
contar con una partida importante de dinero para atender la necesidad de creación de nuevos cargos, 
tanto docentes como no docentes, y eso también está incluido en el pedido presupuestal. 


SEÑOR VENEGAS.- Respondiendo la pregunta relativa a cuál es la diferencia entre nuestra solicitud 
y lo que se plantea, esta se puede desglosar en cuatro rubros importantes. El pedido presupuestal total 
es de $ 1.240:000.000. En el primer rubro, que es el de carrera docente y funcional y salarios, el pedido 
es de $ 500:000 y se nos otorgan $ 180:000; en el de reforma universitaria el pedido es de $ 275:000 y se 
nos otorgan $ 87:000.000; en el de inversiones en los servicios solicitamos $ 120:000.000 y se otorgan $ 
40.000, y en todo el tema referido al Hospital Universitario el pedido presupuestal es de $ 100:000.000 y 
se brindan $ 33:000.000. 


Además de apreciar esta diferencia entre $ 1.240:000.000 y $ 545:000.000 que se nos otorgan, quiero decir 
que la Universidad ha tenido una política consensuada, trabajada, meditada y estudiada con respecto al 


pedido presupuestal, y queremos dejar en claro que la Universidad ejecuta prácticamente el 99,9% de su 
presupuesto. 


SEÑORA VILLALBA.- Pertenezco a la Federación de Estudiantes Universitarios del Uruguay y me 
encuentro en la delegación de la intergremial universitaria para presentar cuál es el planteo de la 
Universidad. 


Para complementar lo que mis compañeros estuvieron planteando quiero hacer énfasis en el proceso de 
reforma universitaria en el que se ha embarcado la Universidad. Hay grandes transformaciones planteadas en 
la investigación, la extensión y la enseñanza y es muy importante lo que la Universidad se ha proyectado en 
el sentido de generalizar la enseñanza universitaria y colaborar en el desarrollo de un sistema de enseñanza 
terciaria. Muchos de los programas que se están realizando desde la investigación y la extensión y muchos de 
los proyectos educativos que apuntan a transformar la enseñanza para mejorar su calidad y todo lo que la 
Universidad puede hacer para el país, tiene mucho que ver y se respaldan en este pedido presupuestal que 
está haciendo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Ibarra) 


SEÑOR ALONSO.- Hay un dato más que nos interesaba hacer notar, y es que los núcleos centrales del 
gasto educativo, ANEP y UDELAR, significan solo el 64% del gasto total de la educación y referidos a 
estos dos estaríamos cerca de un 3,99% del total de gasto educativo, cuestión que también nos parece 
importante plantear porque no estaríamos cercanos a la solicitud de la Universidad. Esta planteaba 
una incidencia sobre su presupuesto manteniendo los porcentajes históricos cercanos al 19% y estamos 
por debajo de eso, en poco más de un 17%, y pasaríamos de un 0,85 del Producto Bruto Interno a un 
0,79%, lo que sería una disminución en términos reales. 


SEÑOR GAMOU.- Obvio es que hemos prestado particular atención al planteo de la intergremial. En 
los próximos días vamos a estar recibiendo a la Universidad de la República; como ustedes saben aquí 
hay muchos viejos conocidos, estas instancias luego forman parte de varias reuniones, negociaciones, 
tira y aflojes, etcétera, pero ha quedado muy claro el planteamiento que han hecho. 


SEÑOR TABORDA.- Hay algo que es vital. Todos los años concurro a este ámbito y los distintos 
sectores siempre nos marcaban que ya era hora de que la Universidad tuviera una reforma, que 
avanzara por los distintos procesos que vivía el país. Ahora lo estamos haciendo; en la Universidad de 
la República, se ha comenzado la gran discusión, se denomina la segunda reforma. 


Pero por esas cosas de la vida, hace unos días participé de la 97” Conferencia de la OIT y en las Comisiones 
se discutía sobre empleo rural y país productivo. Indudablemente, los países que habían podido avanzar en 
eso eran aquellos que dedicaban porcentajes importantes del Producto Bruto Interno a la educación. No 
porque sí en el mundo se discute eso. 


Era algo que quería mencionar porque se dan dos condicionantes: la reforma universitaria y que, de esta, la 
Universidad realmente empiece cada vez más, no a incidir sino a participar y a devolver al pueblo lo que este 
aporta para que pueda seguir desarrollándose. 


Eran dos cosas importantes que debía decir para que se tuviera en cuenta la razón de los presupuestos que 
reclamamos. 


SEÑORA CHARLONE.- Siempre nos complace mucho recibir a las delegaciones que representan a la 
Universidad de la República. Siento lo he dicho muchas veces una profunda gratitud por esta 
Universidad pública y gratuita que, pese a todas las dificultades, ha sido y sigue siendo un ejemplo en 
el contexto de América Latina. 


Como decía el señor Diputado Gamou estamos ingresando en una etapa de estudio de la Rendición de 
Cuentas y quizás haya que poner mucho ingenio en este tema, aunque sabemos que hay profundas 
restricciones de carácter económico. 


Quisiera saber si de estos montos que hay de diferencia entre lo que está asignado en el proyecto del Poder 
Ejecutivo y lo que ha planteando la Universidad de la República, y en particular para la reforma universitaria, 
ustedes tienen discriminado cuánto puede corresponder a un componente transitorio, es decir, un gasto por 
una vez del gasto, o si se trata de un componente permanente. ¿Me explico? Hay veces que hay que hacer un 
esfuerzo para financiar, por una vez, determinadas actividades o puestas en marcha. Pero en otros casos esos 
componentes se nos vuelven permanentes y en esas circunstancias a veces las cosas se nos dificultan porque 
no estamos pensando en un año sino en que esos recursos tienen que estar para el resto de los años. 


SEÑOR PEÑA.- Es bastante difícil hacer una discriminación. No lo tenemos exactamente 
discriminado. 


Como se decía, lo más importante en la Universidad es la parte de los recursos humanos. Hay una 
distribución presupuestal general que en este momento oscila en un 79% para gastos en recursos humanos y 
un 21% para gastos de inversión. Más o menos esos son los guarismos de distribución general de la 
Universidad. 


En la reforma universitaria hay nueve líneas pensamos que cuando concurra la Universidad esto va a quedar 
más explícito con determinados montos asignados para cada una. Para que tengan una idea, este año la 
asignación para la reforma fue de $ 99:000.000, con los montos incrementales que se dieron en 2007. Ese 
monto se distribuyó entre las nueve líneas y la intención era otorgar por lo menos dos veces y media lo 
asignado. Algunos programas comenzaron con esos dineros, pero para mantenerlos y emplearlos es necesario 
tener fondos incrementales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación de la Agremiación 
Federal de Funcionarios de la UDELAR (AFFUR) 


(Se retira de Sala la delegación de la Agremiación Federal de Funcionarios de la UDELAR AFFUR) 


(Ingresa a Sala una delegación de Fiscalizadores de Accidentes de Trabajo del Banco de Seguros del Estado) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación de 
Fiscalizadores de Accidentes de Trabajo del Banco de Seguros del Estado, integrada por las señoras Beatriz 
Cavanna, Sandra Ravera y Rosario Moreira. 


La Comisión ha recibido la documentación que enviaran junto a la solicitud de entrevista. 


SEÑORA MOREIRA.- En primer lugar, queremos agradecer el hecho de que los señores Diputados 
nos hayan recibido. 


Hace catorce años fuimos contratados por el Banco de Seguros del Estado como empresas unipersonales, ya 
que no había cuerpo inspectivo para controlar la ley. 


Cuando se comenzó con el trabajo de las Comisiones paritarias por el tema de las regularizaciones, nosotros 
no fuimos incluidos. Estuvimos en tratativas, con el apoyo del PIECNT -al que estamos agremiados, pero el 
Directorio se negó en forma sistemática a nuestra regularización. Tuvimos un conflicto bastante largo de más 
de sesenta días. Aclaro que somos solo cuarenta compañeros. Logramos llegar a un acuerdo, que fue avalado 
por un señor Diputado integrante de la Comisión de Legislación del Trabajo, por el PPZCNT y refrendado 
por AEBU, a través del cual el Banco se comprometió a mantener las cuarenta fuentes de trabajo, pero 
entendiendo que la tarea de fiscalización no debía existir. Nosotros pensamos que era necesario que nos 
regularizaran, puesto que realizábamos una tarea esencial y sustantiva, típica de un funcionario público. Se 
nos cambiaron las tareas. El Directorio nos ofreció extender el contrato que teníamos, con aporte a la Caja 
Bancaria, para desempeñar otras tareas que el Banco necesitaba. Existía la perspectiva de una regularización 
definitiva, por dos medios. En primer lugar, por concursos internos dentro del Banco y, en segundo término, 
por una ley, que de existir no se podía aplicar con anterioridad a los quince meses de firmado el acuerdo. 
Dicha ley no existe, y el plazo de los quince meses se vencen en setiembre. En la pasada Rendición de 
Cuentas se incorporó un aditivo, pero como muchos Diputados no estaban al tanto de nuestra situación se 


votó el pase del tema a Comisión, a fin de estudiarlo. Además, se comprometieron a tratar este tema en esta 
Rendición de Cuentas. De lo contrario, pasaría mucho tiempo para la regularización definitiva. 


Por tanto, pedimos que la Comisión nos incorpore al Presupuesto para que el Banco quede facultado a la 
regularización de los cuarenta compañeros. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quiero hacer dos consultas. 


En primer lugar, quiero saber de qué Ministerio depende el Banco de Seguros del Estado. 


En segundo término, en este momento tienen un convenio, pero quisiera saber cuál es la modalidad de 
contratación con el Banco de Seguros del Estado. 


SEÑORA CAVANNA.- Nosotros tenemos un convenio que fue avalado por todas las partes que 
intentaron la negociación, con el objetivo de no perder la fuente laboral. Nosotros pedíamos que nos 
avalaran como fiscalizadores para quedar definitivamente cumpliendo la función que hacíamos, pero 
eso no fue posible. Entonces, para salvar nuestras fuentes laborales, aceptamos este convenio, a través 
del cual se acordó que trabajáramos en distintas áreas. Nosotros estamos trabajando en Intendencia, 
en el ascensor o en portería. 


Se desvirtuó mucho la relación que teníamos con el Banco. Estuvimos fiscalizando durante catorce años y no 
se nos garantizó ninguna estabilidad. 


Mi compañera Moreira en ese momento yo no estaba en la mesa negociadora, fue una de las cinco personas 
elegidas éramos muchos y nos pidieron que eligiéramos a algunos representantes para representamos en las 
reuniones. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social negoció con el Banco de Seguros, con el PPECNT y 
con AEBU para firmar el convenio. Después de avalado el convenio, se iba a regularizar la situación. En la 
anterior Rendición pedimos que lo tomaran en cuenta, pero como había muchos Diputados que no tenían 
conocimiento del tema, se solicitó que se tratara en esta. 


Nuestra inquietud es mantener la fuente de trabajo para saber a qué nos vamos a atener. No tenemos 
respuestas sobre qué va a pasar después del 31 de agosto, cuando se termine el plazo. 


SEÑORA CHARLONE.- Comprendo el tenor de la situación. No creo que no se haya incluido en la 
Rendición anterior por desconocimiento del tema; lo que pasó es que este no era el ámbito adecuado. 
Las normas que hacen al tema de funcionarios que nosotros tratamos en esta Comisión contrataciones, 
regularizaciones son para la Administración Central. La Rendición de Cuentas y el Presupuesto 
Quinquenal es para funcionarios de la Administración Central y los Organismos del 220 de la 
Constitución de la República; no son para UTE, para ANTEL, ni para el Banco de Seguros. No 
podríamos incluir normas que impliquen regularizaciones si el organismo no las envía, porque tienen 
su autonomía y sus propios estatutos. 


Comprendo el tema; yo no digo que no tengan razón sino que este no es el lugar adecuado para plantear esto. 
Sugiero que lo planteen en la Comisión de Legislación del Trabajo. 


Es más: cuando se ha incluido algún tipo de disposición de Entes Autónomos, se requirió mayorías especiales 


porque, como decía, la Rendición de Cuentas no es para los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 
Por lo tanto, tampoco están incluidas las regularizaciones a nivel de contrataciones ni de reestructura. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quedan dos preguntas por responder: qué tipo de contratación 
tienen al día de hoy y si el Banco depende del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑORA MOREIRA.- El Banco de Seguros depende del Ministerio de Economía y Finanzas. 


La forma de contratación es una extensión del contrato anterior. Está caratulado como contrato de relación no 
funcional, extensión del contrato anterior. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- ¿Se trata de un contrato como empresa unipersonal? 


SEÑORA MOREIRA.- No; en este momento, no. Si bien el contrato está caratulado como de relación 
no funcional, como empresa unipersonal, modificación y extensión dentro de las modificaciones, no fue 
por la modificación establecida en el contrato sino por disposición del Directorio que dejamos de ser 
empresas unipersonales y pasamos a aportar a la Caja Bancaria. O sea que en este momento somos 
funcionarios del Banco. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Es muy buena la aclaración. 


En nombre de mi Partido trasmito a los funcionarios que vamos a plantear su inquietud al señor Ministro de 
Economía y Finanzas cuando vuelva a la Comisión a fin de considerar varios asuntos. Asimismo, aclaro que 
la versión taquigráfica de la sesión va a ser enviada al Ministerio, por lo que va a estar en conocimiento de 
los antecedentes de este tema. 


SEÑOR GAMOU.- No obstante lo que dijo la señora Diputada Peña Hernández, reafirmo lo que 
señaló la señora Diputada Charlone en el sentido de que sería importante que pidieran una entrevista 
con la Comisión de Legislación del Trabajo porque es la que habitualmente estudia estos temas. Pienso 
que una cosa no contradice la otra. 


SEÑORA MOREIRA.- Recurrimos a esta Comisión porque el año pasado insisto los señores Senadores 
se comprometieron a que este tema iba a ser tratado en el proyecto de Rendición de Cuentas de este 
año. Inclusive, varios legisladores dijeron que no conocían el tema que preferían interiorizarse al 
respecto. La señora Senadora Percovich manifestó que ya había hablado con el Directorio del Banco, y 
que el Directorio esperaba que en esta Rendición de Cuentas se tratara el tema de los fiscalizadores. 
Esto consta en la versión taquigráfica. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- A todo esto agregaría las palabras que han vertido aquí el Director 
de la OPP, Enrique Rubio, y autoridades la Oficina Nacional del Servicio Civil, acerca de la gran 
cantidad y variedad de contratos de relacionamiento entre el Gobierno y los funcionarios. Se ha 
manifestado la voluntad de regularizar estos contratos para no encubrir tareas que cumplen 
funcionarios públicos y que tienen distintos tipos de contrato. Por eso me animo a decir que desde el 
Senado se proponía la regularización para esta Rendición de Cuentas. 


Nosotros insistimos en que desde el Presupuesto Nacional hasta el artículo 15 de este proyecto de Rendición 
de Cuentas lo que se intenta es regularizar situaciones como las que tienen estos funcionarios con la 
Administración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa aclara que la versión taquigráfica de esta sesión será remitida al 
Ministerio de Economía y Finanzas y al Banco de Seguros del Estado. Nosotros trataremos este tema 


cuando corresponda. 


No obstante, les comunicamos que en la segunda quincena del mes de julio este proyecto va a estar radicado 
en el Senado de la República, por lo que les aconsejamos pedir audiencia con la Comisión respectiva. 


La Comisión les agradece su presencia. 


SEÑORA MOREIRA.- Agradecemos nuevamente el tiempo que nos han dispensado. Esperamos tener 
una solución positiva a nuestra incertidumbre laboral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la ruenión. 


(Es la hora 13 y 11) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


